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RESUMEN
La responsabilidad del profesional en Ciencias Económicas,requiere tener presenten diversas cuestiones   a  efectos de analizar la responsabilidad en el contexto que desarrolla sus actividades.-Estas últimas se encuentran  definidas por la ley 20.488  donde  se regulan  las “Normas referentes al ejercicio de las profesiones relacionadas a las Ciencias Económicas”.

El  Régimen Penal Tributario (Ley 27.430),  que se refiere a las conductas engañosas, ocultaciones maliciosas o cualquier otro ardid o engaño, sea por acción u omisión (art. 1°), contempla en su art. 15 sanciones  a quienes  desarrollan  actividades relacionadas con  la incumbencias  del  contador público.-
La Resolución Técnica N° 37 de la Federación Argentina de Consejos Profesionales en Ciencias Económicas establece  las pautas  que deben contener el dictamen del auditor contable.-el cual  debe “contener una manifestación acerca de que la responsabilidad del contador es expresar una opinión sobre los estados contables basada en su auditoría”.-La significatividad económica de las liquidaciones de impuestos y recursos de la seguridad social  puede involucrar al  contador público cuando el  análisis y/o implementación de su registración pueda ser  impugnado por la ley.En definitiva la prestación  de servicios  profesionales pone de manifiesto el estrecho vínculo entre el profesional y su cliente, y el conocimiento cierto que tiene de las actividades económicas que realiza  este último .
Si se analiza el caso de  la emisión  de una certificación contable que contiene elementos de los que pudo valerse un contribuyente para evadir

El desarrollo de las actividades del profesional de ciencias económicas  se relaciona con el art. 204 del Código Procesal Penal Federal que lo obliga a denunciar los delitos de acción pública “en los casos de fraude, evasión impositiva, lavado de activos, trata y explotación de personas”-

Este trabajo tiene por objeto analizar conductas de los profesionales en ciencias económicas reprochadas por la ley penal argentina focalizando el análisis  en la obligación de  denunciar establecida por el artículo 237 del Código Procesal Penal Federal para los escribanos y contadores en los casos de fraude,evasión impositiva, lavado de activos, trata y explotación de personas
.Particularmente se  mide la consecuencia jurídica  relacionada con la supresión en segundo inciso del párrafo que sirve como limites en otros profesionales
.-Esos límites se encuentran sujetos a que la noticia deberá ser denunciada siempre que  se la conozca durante el  ejercicio de la profesión, y el ejercicio de esta última se encuentre condicionado con el secreto profesional.-Se advierte una grave discriminación  hacia la profesión de Ciencias Económicas ya que se impone una carga  imprecisa e indeterminada y mas amplia en relación  a otros individuos lo que viola el principio de igualdad  ante la ley.-

Además se le imponen  funciones al Contador que no son de su incumbencia porque no se encuentran contempladas “funciones policiales” en las mismas

Por otro lado el deber de  impulsar la denuncia es sobreabundante legalmente, ya que si no se denunciare una conducta reprochada  en el Código Penal  nos encontraríamos ante el delito de encubrimiento

El conflicto legal que genera la aplicación de la norma en relación al secreto profesional previsto  por las normas  profesionales y el propio  art 156 del Código Penal de la Nación torna invalida la norma.-

Los conceptos  utilizados a la hora de la imputacion producen  inseguridad jurídica porque no son preciso,y el tipo objetivo y subjetivo  lesiona el derecho de la defensa , que es-también – una de las garantías constitucionales
Así por ejemplo  existen términos  tales como “el fraude” o “evasión tributaria” mencionados en el artículo 237 del Código Procesal Penal Federal con diferentes sentidos jurídico e implicancias materiales también distintas.-
Suele “criminalizarse”hechos que no se relacionan con la protección de un bien o un derecho sino mas bien con conceptos erráticos  producto de  ambigüedades legales.-El hecho  imputado debe tener una clara conexión con el bien protegido por la ley , y ser correctamente  descripto en la imputación penal  para garantizar el derecho al debido proceso   y defensa.- La imputación penal (por encubrimiento, por  complicidad o por violación del secreto profesional)requiere una conceptualización objetiva que permita  la previsibilidad jurídica frente a los diferentes escenarios fácticos.-Es decir que el sustrato fáctico  sobre el cual los actores despliegan su actividad acusatoria o defensiva debe mantenerse  incólume para no desbaratar la estrategia  defensista  del acusado como lo prevee el art 18 de la Constitucion Nacional.La única excepción  a esta regla se encuentra prevista en el art 381 del Código Procesal Penal de la Nación en cuanto contempla de manera expresa la posibilidad de que se amplíe la acusación ante el eventual surgimiento de hechos susceptibles de agravarla durante el  proceso.-Pero ante tales circunstancias  debe informarse  ese  nuevo hecho  al imputado para que su defensor pueda  generar nuevas pruebas , y  estrategias de defensa
.La correcta definición de los  hechos que incumben a la profesión  e integran  la atribución penal posible encuentra un saludable  remedio en la resolución 575 de la  FACPCElo que permite también examinar  las tipologías penales

Respecto a la imputación de complicidad o participación existen ambigüedades y contradicciones en la jurisprudencia a diferencia de lo que acontece con la imputacion como autor del delito.-Teniendo en cuenta la supremacía de la Constitucion Nacional por sobre cualquier otra ley o norma de rango inferior  deben considerarse si existe o no  responsabilidades profesionales,  civiles, y penales en el desarrollo de las tareas que le incumben en el ejercicio de la  profesión, la cual puede ser constatada si existe una maniobra que se aparte del normal ejercicio de la profesión.-

INTRODUCCION 

La actividad del Profesional de Ciencias Económicas,es considerada por la normativa  vigente
 como “ejercicio profesional”, ya sea que este se realice en forma independiente o en relación de dependencia.Por ello su actividad  genera responsabilidades por incumplimiento de las  Normas Profesionales.-Pero este deber coexiste  con esta obligación  de denunciar penalmente mencionada en el art 237 del Código Procesal Penal Federal
.-Se trata de la obligación  de denunciar  delitos de acción pública en caso de fraude, evasión impositiva, lavado de activos, trata y explotación de persona.- Esta  norma es inconstitucional porque altera y amenaza con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta los derechos y garantías contemplados en la Constitución Nacional, especialmente el de igualdad ante la ley, legitimidad y razonabilidad, trabajo y libertad, toda vez que coloca en una situación de inequidad y discriminación a los contadores respecto del resto de los ciudadanos.El artículo menconado impone cargas  a los  Graduados de Ciencias Economicas que no son impuestas a los que se encuentran en la misma situación, con la consecuente e inevitable ruptura de derechos y violación de expresas garantías.Además de   romper  las reglas mas básicas del derecho al libre  ejercicio de la profesión, el artículo 237 del Código Procesal Federal  de la Nación, en su  segundo inciso contempla términos crean una zona gris de interpretación, tales como “fraude”, o “evasión impositiva”.- 

La responsabilidad  del Profesional de Ciencias Ecónomicas por la violación del Secreto Profesional posee efectos que surgen del Código de Etica, del Código Civil y Comercial de la Nación,del Código Penal de la Nación y del Derecho Penal tributario.-

Toda acción posee como resultado la responsabilidad por la cual el hombre expresa su comportamiento frente a un deber u obligación-A su vez de la  violación de la norma u obligación,se impone el deber de soportar las consecuencias de la transgresión,impuestas por la autoridad encargada de velar por la observancia del precepto (1)
La teoría general de la responsabilidad define el deber de reparar el daño causado a otro como  una obligación que tiene todo aquel, que por su conducta antijurídica, ha ocasionado el mismo.Dicha conducta origina una sanción que puede tener naturaleza de tipo represivo o resarcitorio.En las sanciones represivas no existe equivalencia material entre la infracción y el daño causado, por lo que éstas son típicas del derecho penal común o económico, dentro de la órbita de la responsabilidad penal

Ese deber de responder ante terceros  por la conducta desarrollada en el ejercicio de la profesión, se materializa en el marco de la inseguridad jurídica- en el caso del graduado de Ciencias Económicas- debido a la multiplicidad y ambigüedad de las normas  que regulan la misma
.-

El Código Penal de la Nación, prevee la posibilidad de una imputación penal  en calidad  de “ partícipe”  secundario o primario.(ya que la autoria en el caso de evasión  tributaria  es del tercero obligado no del profesional)  y en ese contexto la imputacion penal al contador público se extienden, principalmente, a las de auditor externo, asesor fiscal, liquidador de impuestos y encargado de llevar la contabilidad; y  se excluye, entonces, las funciones de síndico societario, bajo las cuales podría caberle la imputación a título de autor.

Salvo algunas circunstancias especiales para que exista complicidad la  imputación  debe contener idénticos  requisitos que para  imputación de la autoria, lo que hace necesario una correcta definición de las premisas que sustentan  la imputación penal  asegurando  el derecho  de la defensa.-

Además la imputación debe motivarse en  la individualización de hechos que configuren un peligro para el bien protegido por la norma penal.- El reproche penal solamente es factible si existe una conducta que  sea causa de  un peligro  de participación o complicidad.-
Pero para ello también se requiere  que se verifique una adaptación o “reorganización” de la actividad profesional que facilite la evasión,  maniobra esta última  que suele ser confundida  con el  ejercicio legal y normal  de la profesión de ciencias ecónomicas.-

Con referencia al tipo subjetivo, la interpretación sistemática de la normativa legal aplicable determina la imputación de la participación criminal únicamente a título de dolo directo y no eventual-
Hay que recordar que existen aspectos relevantes del delito de evasión tributaria que influyen, directa o indirectamente, en una eventual participación por parte del contador público los que deben ser  estudiado en con definiciones conceptuales precisas, claras y previas  en el marco de  la teoría del delito, y la tipología  penal ( objetiva o subjetiva) .-

Solo  si existe  la verificación del tipo penal objetivo,  es posible analizar si existe además  dolo.-porque la ausencia del encuadre objetivo penal  previsto en la norma impide avanzar hacia  la investigación de la existencia del dolo.-Así por  ejmplo no cualquier infraccion a una norma administrativa  implica “dolo” o intención de   lesionar el bien jurídico  protegido

Es necesario  dilucidar el alcance de una conducta neutral, el cual  impone una interpretación restrictiva,de manera que únicamente quepa admitir una participación punible cuando el comportamiento del  graduado en ciencias económicas tenga, objetivamente, el sentido inequívoco de adaptación o acoplamiento a la conducta punible del autor.- Las  “conductas neutrales”, también  pueden  ser  objeto de una persecución penal pero  únicamente  en el caso de que se acredite que tienden  a favorecer el delito – 

Previo al análisis de la imputación  de responsabilidades  civiles  o penales  ,  se estudiará la obligación que  surge de las normas que regulan la profesión de ciencias económicas, ya que dichas obligaciones tiene incidencia directa en la determinación de  esas responsabilidades.-

Una vez analizadas las responsabilidades profesionales y civiles se  abordará el examen breve de los tipos penales para  poder delinear el alcance de la obligación de denunciar

EL DEBER INCONSTITUCIONAL  DE DENUNCIAR 

Principios y Garantias  Constitucionales Conculcados
La obligación de denunciar impuesta a los contadores los delitos mencionados en el inciso  c) del art 237 del Código Procesal Penal Federal,erige a estos profesionales en  funcionarios públicos imponendoles cargas  excesivas que no  parece justificada porque la omisión de cumplir con la denuncia penal  los haría incurrir en el delito de encubrimiento ya regulado en el art 277 del Código Penal.
La norma expresamente excluye la obligación cuando los hechos fueron  conocidos  en ocasción del secreto profesional.
Ante ello el contador queda obligado a actuar (denunciar) cuando toma conocimiento de algún hecho  en el ámbito privado (fuera del profesional) discriminándolo ante idéntica situación  y circunstancia –del resto de la ciudadanía-, quedando ante una desigualdad irritativa y no ajustada al derecho.
La Corte Suprema de Justicia de la Nación declaró que la igualdad ante la ley   prevista en el artículo 16 de la Constitución Nacional no es otra cosa que  el derecho a que  no se establezcan  excepciones o privilegios que excluyan a unos de los que en iguales condiciones se concede  a otros

Si se da una flagrante iniquidad y discriminación  por cuanto  la misma  norma establece que el ciudadano común no esta obligado a denunciar los delitos  de los que se entera,y a los contadores se los obliga a  hacerlo aún cuando  se encuentren en la misma situación y o circunstancia, se verifica  la discriminación legal  con mayor profundidad y una grave  lesión a las  garantías constitucionales
El texto de la norma padece graves anomalías que la tornan manifiestamente inválida, contraria a los principios constitucionales ampliamente  conocidos  y que requiere una urgente  declaración de inconstitucionalidad
Además se encuentra afectado  el derecho al trabajo (art 14 bis de la Constitución Nacional) porque se asignan incumbencias ajenas a las ciencias económicas, estableciéndose  funciones policiales que no integra el ámbito de la profesión

No puede soslayarse que la obligación impuesta comporta una violación de los principios de indemidad, protección especial  irrenunciabilidad y progresividad de los derechos del trabajador

La ley no puede desentenderse del valor de la justicia y no basta cualquier contenido a la llamada regla de derecho, porque el mismo debe ser justo y aspirar a la legitimidad de lo sustancial, más que a la legalidad puramente formal.-
Ello es así porque el principio de legalidad sólo es una verdadera garantia cuando la ley es justa.-

Dificilmente el texto artículo 237 inciso c)  del Código Procesal Penal Federal alcance el estándar que permitan calificarlo como justo

En definitica   la norma mencionada  no puede ser  generadora de una obligación  para los  Graduados de Ciencias Económicas, sencillamente porque por encima de todas las leyes  -en la Argentina- se encuentra con mayor jerarquía  la Constitución Nacional-
NOCIONES Y CONCEPTOS DEL SECRETO  PROFESIONAL

Acepciones y Significados  del Secreto Profesional  
El “secreto profesional” se encuentra definido como “el deber que tienen los miembros de ciertas profesiones como los  médicos,  abogados,  notarios, etc, de no revelar los hechos que han conocido en el ejercicio de su profesión “

Maggiore (2) expresa que el “secreto, en sentido literal, es lo que está oculto o debe ocultarse. En sentido jurídico es todo hecho que, por disposición legal o por determinación de una voluntad legítimamente autorizada, está destinado a permanecer escondido a toda persona distinta del legítimo depositario”.- En esta definición se subraya la ley como fuente de la obligación.

Godfrid (3) en cambio define la obligación haciendo hincapié en la voluntad del quien suministra la información  señalando que  “secreto es toda información de carácter reservado y no divulgada respecto de cuyo titular existe una voluntad razonable, expresa o presunta, de que no sea objeto de revelación”. 
Para Alterini (4) es un profesional quien desarrolla sus tareas con habitualidad,sujetas a  un reglamento, con autonomía técnica pero con sujeción  a la colegiación, previa habilitación para ello, en forma sumida con normas éticas y  potestades diciplinarias.-Nuñez ( 5)  además a que  la información debió haberse obtenido  en  el  desarrollo de  un oficio, empleo, profesión   o arte, por lo que  se protege es el secreto de  los conocimientos obtenidos en esas circunstancias.

El secreto profesional también fue definido por Carrara (6)como “todo aquello que se confía al profesional en ocasión de su oficio con la intención de que no se divulgue”.
En estas definiciones  se subraya la “buena fe - creencia” del cliente que confía al profesional algo con la intención o con la convicción de que será guardado como secreto.

De las definiciones citadas surge por una parte un elemento objetivo: lo que ha sido confiado por el cliente. A esto habría que añadir todos aquellos hechos que el profesional ha conocido en razón de su profesión aunque no medie confidencia alguna. Incluso – según el profesor argentino Fontán Balestra- (7) aquella información obtenida en el ejercicio de la profesión aunque  no sea conocida por el  cliente .-Por la otra, existe un elemento subjetivo: la intención del cliente de que lo confiado no se ha de revelar. 
Por el “Secreto Fiscal” la Administración Federal de Ingresos Públicos (A.F.I.P)   se obliga a mantener sin divulgar todo lo que llegue a su conocimiento en el desempeño de sus funciones, sin poder comunicarlo a persona, organismo o entidad alguna. Las declaraciones juradas, manifestaciones e informes que los responsables o terceros presentan a  ese  organismo, y los juicios de demanda contenciosa en cuanto consignen aquellas informaciones,se encuentran-en principio- en la órbita de esos secretos fiscales. No obstante, el secreto fiscal no tendrá vigencia cuando el requerimiento de información sea formulado por un juez competente.-
Vemos que  el “secreto fiscal” no coincide  con los diferentes significados analizados por la doctrina ya que el Organismo  Recaudador a quien se le “ confía un dato no revelado para no ser divulgado” deja de lado  la regla básica  cuando existe un requirimiento  del Juez–Sin embargo no se puede soslayar  que ni siquiera un juez tiene legitimidad para “relevar” al destinatario de  un secreto para que lo rompa.-
Unicamente  el titular del derecho puede relevar al responsable del secreto  la divulgación de la noticia recibida.-Solamente con una autorización expresa, concreta,  de liberación de la responsabilidad se habilita a su divulgación  y aun así  quien se encuentra obligado ( profesional)  se encuentra facultado para   decidir si  cumple o no dicha obligación.-
Juan Manuel González Sabathié (8) refiriéndose a la profesión del  abogado señala que : “El secreto profesional constituye a la vez un deber y un derecho…. Es hacia los clientes un deber de cuyo cumplimiento ni ellos mismos pueden eximirle…”

LA RESPONSABILIDAD PROFESIONAL  
El ejercicio de la profesión de ciencias económicas se encuentra sometida reglas las cuales generan  responsabilidad  y obligaciones

Concepto de Etica Profesional

La palabra “ética” significa algo muy parecido a “moral”. Sin embargo, cabe señalar la siguiente diferencia: “moral” se refiere al conjunto de los principios de conducta.También se refiere a las normas que se nos imponen en determinados ambientes sociales,con base en la autoridad ( extra legal)  reconocidas,aceptadas y convalidadas  internamente y subjetivamente por las personas (9) .-

El Secreto Profesional en el Código de Etica

El Código  de Etica de  los profesionales de Ciencias Económicas  de la C.A.B.A establece en sus aticulo 19 y 20 del Codigo de Etica
  el secreto profesional y se encuentra estructurado en la confidencialidad-

Existen fuentes locales  e internacionales que se deben tener presente a  la hora  de analizar la  Etica del Profesional de Ciencias Economicas
 pero en líneas generales tanto los códigos locales e internacionales predican los siguientes principios rectores:a) el principio  de reserva,b) impedimento para relevar el secreto profesional sin autorización expresa del cliente  y c) admitir como única excepción de dicha obligación el caso de la  defensa  personal- y siempre en forma acotada-
Ante los embates de los Organismos Estatales los Consejos  que nuclean a los profesionales  se convierten  en instituciones de cardinal importancia porque deberian actuar como autoridad de contrarlor en todo lo referente  al relevamiento de la obligación  de reservar el secreto.-
También es necesario considerar frente a distintas disposiciones y requerimientos legales la posibilidad de una  reformulación del Código de Etica Profesional que fortalezca el principio básico de reserva en relación al secreto,reduzca  el riesgo de la actuación  profesional y asegure seguridad jurídica.-Para ello  se impone definir con precisión el sentido jurídico del “ secreto profesional”, como así también su alcance, y las circunstancias en la  jurídicamente se puede revelar el mismo.

Con idéntica inteligencia corresponde caracterizar la información confidencial y definir  aquella que no lo es.-  
Necesidad de la Confidencialidad

Cualquier profesión dedica en sus códigos de ética o normas similares un apartado especial para este concepto,estableciendo principios de confidencialidad y situaciones en las cuales el profesional puede revelar esa información sin, por ello,ser sancionado éticamente.-
El contador publico –particularmente-solo podrá desarrollar una relacion  adecuada con su cliente o su empleador obligándose a no revelar información confidencial ( obligación extensiva a sus colaboradores), sin utilizar la misma para   su beneficio personal o  de otras personas.Esta obligación dura  hasta que  la información recibida confidencialmente continue manteniendo esa características, aún  cuando se haya extinguido los vínculos que unian a las partes.-   
La Comisión de Legislación Profesional de Ciencias Económicas del  Consejo de Profesionales de Ciencias Economicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires presentó a consideración de esa institucion un proyecto (10) de modificación del Código de Ética entre las que se incluia  como única posibilidad  para  romper el secreto si existia la autorización expresa  del confidente o en el caso  de la defensa personal ( en este último caso de modo acotado a dicha defensa)
El Código de Etica Unificado establecido por la Federacion Argentina Consejos de Profesionales de Ciencias Económicas
 también  posee  normas  específicas  que deben gobernar  el trato de los profesionales  con sus clientes, haciendo mención a  la “confidencialidad de la información acerca de los asuntos de los clientes o empleadores adquirida en el curso de sus servicios profesionales”.- 
El Código de Ética de la Federación International de Contadores
 estableció la  obligación de confidencialidad entre el profesional  y su cliente, previéndose que   que corresponde abstenerse de divulgar  fuera  de la entidad en la cual se  prestan servicios,información confidencial obtenida como resultado de relaciones profesionales y empresariales, salvo que medie autorización adecuada y específica o que exista un derecho o deber legal o profesional para su revelación.-También se  ha establecido la prohibición  de utilizar información confidencial obtenida en el ejercicio de la profesión en beneficio propio o de terceros.
Esa confianza es la sustancia que permite mejor diseñar las estrategias profesionales,cosa que no ocurriría si el cliente fuese advertido de antemano que no podría garantizársele discreción absoluta, respecto de todo aquello que le manifieste al profesional.

Esta es la interpretación es la que se ha utilizado en la Cámara Nacional de Casación Penal
 en la causa Telleldín, donde consagró expresamente el principio de que “solo el propio interesado, y no el juez, puede relevar al profesional de incorporar a la causa aquella información que adquirió por intermedio de su cliente -o bien que esa información se haya incorporado a la causa por otras vías procesales autónomas-.”

Características de la  información Confidencial

La información  que el profesional  obtiene  y es sujeta a un trato de “ confidiancialidad” puede provenir de:

· Manfiestaciones verbales o escritas

· Consultas

· Propuestas

· Documentos recibidos  del cliente

· Correspondencia del cliente o empleador

· Toda otra información que se puede haber obtenido como  consecuencia de la prestación del servicio

En otras palabras la Información confidencial recibida por el profesional de ciencias  económicas en el ejercicio de su profesión  es todo aquello que por alguna  via no haya sido publico.- o no esta disponible para el publico.

Si   esta información ya fue divulgada queda fuera del secreto profesional por ello se puede  delinerar que la información no confidencial  es la siguiente:
· La información  que el cliente  ha incluido en un libro, revista , periódico, publicacion similar

· Discursos  , testimonios en un foro publico, presentaciones  realizadas en seminarios, información  de sitios  web  de acceso público, base de datos, foro de discusión en línea u otros medios  electrónicos

· Información disponible para el publico

· Informacion publicada o divulgada por el cliente,el empleador o terceros en entrevistas con los medios

· Discursos,testimonios en un foro publico, presentaciones realizadas en seminarios o  reuniones de asociaciones comerciales, mesa redonda, o conferencia de prensa

· Presentasiones en conferencia  con los inversores

· Presentada ante organimos reguladores o  gubernamentales que  esta disponible  para el publico

· Contenida en expedientes administrativos o judiciales de acceso publico

· Otras fuentes publicas

Tratamiento de la  Información Confidencial

Todos los códigos que regulan la profesión de ciencias económicas –locales e internacionales- coinciden en cual es el alcance que debe tener la confidencialidad determinando que:
a. La obligación se extiende a los colaboradores y   subcontratados

b. La información  a suministrar debe ser conocida por el  cliente y este  debe dar una autorización expresa

c. Los clientes potenciales también tienen derecho a  la confidencialidad

d. El secreto  profesional continua incluso despues de finalizar las relaciones  con el cliente

e. Lo que  se esta obligado de revelar es aquello que sea pedido por un organismo  profesional o del estado, si hay  un requerimiento legal por parte de  un ente administrativo  

Ante la inseguridad  jurdíca  existente en Argentina, relacionado con la forma de desarrollar la profesión de Ciencias Economicas se hace necesario  la existencia de una ley  que determine los limites y característica de la  información que los agentes de información pueden  realizar,y su contenido.-
Mientras esa norma no exista y  preserve las garantías constitucionales debe   buscarse reducir todos los regímenes de información que puedan  poner en riesgo el secreto profesional.-Los regímenes de información que en el interim permanezcan   vigentes deben ser armonizados con las  obligaciones que poseen los profesionales de ciencias económicas.

En definitiva  el resguardo  de los derechos  de los clientes debe  preservarse no  permitiendo pruebas  que fueron  obtenida en forma ilícita.Ademas las pruebas informaticas deben ser producidas de modo que respeten las garantías de la defensa.-

La Buena  Fe y el Secreto  Profesional

El limite –para liberar  de la obligación de sigilo profesional- definido por la “buena fe” del profesional , introduce en una zona gris  del análisis porque no es diáfano y concreto.-Ante una demanda de  daños y perjuicios no se podrá fácilmente  acreditar si hubo o no buena fe.
Es que la forma de probar la buena fe no siempre es sencilla y se encuentra supeditada a cuestiones jurídicas que se relacionan mas con el elemento subjetivo que con  lo objetivo.-
Por ello no  es posible considerar el principio de la  “buena fé” como un elemento  a tener en cuenta en  para decidir si se puede o no dejar de lado la reserva de la noticia-
En  otras palabras los únicos  supuestos que justifican  relevar  de la obligación son los ya mencionados, es decir con Autorizacion expresa del Cliente y  Defensa Personal  y en forma limitada a esa defensa

Fundamento de la Obligación del Secreto Profesional
Para la teoría contractualista la obligación nace por el convenio celebrado entre el cliente y el profesional, sea expreso o tácito. Esto explicaría la obligación del profesional frente al cliente pero no respecto de terceros que pueden verse perjudicados por la divulgación del secreto.

Otro enfoque del tema ve el fundamento de la obligación en la misma ley.No es el interés particular tan sólo el que ha de ser protegido con el sigilo profesional sino que existe un interés social sustentado en la seguridad jurídica y el bien común.

No es lo mismo el secreto de orden privado que se confía a cualquier persona que el secreto profesional.Este último es necesario para garantizar derechos fundamentales de los particulares, pero también para asegurar el ejercicio de las profesiones con todo lo que ello implica en la estructura social. La sociedad misma está interesada- y no sólo cada particular - en asegurar el ejercicio profesional con y el cumplimiento de sus obligaciones a fin de no desproteger a los particulares.- 

La tesis que enfatiza el orden público hace nacer la obligación ex lege y hace recaer sobre el profesional la carga de la prueba de que ha mediado justa causa como eximente de la revelación efectuada.Por otra parte, así como la libertad individual está garantizada por la ley, es justamente la vigencia de la obligación del secreto profesional la que garantiza los derechos personales de raigambre constitucional.

Violacion de Secreto Profesional con entrega de  papeles de trabajo

El Contador Público que se desempeña como auditor o síndico societario es requerido en muchas oportunidades para entregar copia de sus papeles de trabajo ante requerimientos de terceros (v.gr bancos,organismos públicos, etc),pudiéndose  ponerse en peligro información de carácter confidencial con dicha entrega.-
Los papeles de trabajo respaldatorios de los dictámenes y certificaciones tuvieron su origen en las necesidades de la técnica profesional,por cuanto estos últimos poseen  fe pública y ello motivó que estuvieran apoyados en un análisis y estudio,suficientemente representativo de la información examinada, exigencia consagrada de carácter obligatorio
 
Estos papeles revisten carácter privado
porque  se relacionan con la prestación de servicios privados por parte de los Contadores Públicos, estando alcanzados por las garantías de los artículos 18 y 19 de la Constitución Nacional y el deber de reserva por parte del  profesional –
Si con la entrega de esos papeles de trabajo se viola  el sigilo de la información  recibida, se vulnera  genera  la responsabilidad profesional  y  penal.-

Estos instrumentos no habilitan para ser usados con otro fin porque podrían dar lugar a interpretaciones parciales o diferentes a las que le dieron origen.
Por lo tanto,no pueden ser entregados ni al cliente ni a terceros,salvo en este último caso, que concurran las circunstancias muy excepcionales que liberan del deber de secreto profesional.-Mario Wainstein  señalaba que “… hay un gran vacío legal, pues la necesidad de exhibir papeles de trabajo en una instancia administrativa, puede ser cuestionada por la empresa que es cliente del auditor externo.” (11)-
Ese vacio legal  lleva a analizar al  profesional sobre  la conveniencia o no de  emitir la  opinión con dictamen respecto a los estados contables-
En definitiva la  resolución  técnica nro 7, sus modificaciones y complementarias eximen a los contadores públicos  de entregar o divulgar  el contenido de sus papeles de trabajo, incluso mediando requerimientos de organismos públicos salvo en los supuestos  exepcionales  regulados en el Código de Etrica
.- 

Principios Constitucionales que regulan el Secreto Profesional
La obligación de reserva de  información confidencial  posee entidad legal.Siempre existe la posibilidad de  la sanción de una ley posterior, que deje sin efecto, la modifique o distorcione.-Sin embargo debe recordarse que  por sobre toda ley se encuentra  la Carta Magna  a la cual debe subordinarse  las demás normas.-

La Constitución Nacional Argentina ha previsto la inviolabilidad de los papeles privados, domicilios,correspondencias, y fuentes  periodísticas.
En el año 1994 se agregó  en el art  75 inciso 22  instrumentos relacionados con los Derechos Humanos que otorga  al concepto de  “secreto  profesional” un alcance mucho mas grande.-El principio de que “nadie esta  obligado a declarar contra si mismo” se encuentra íntimamente  ligado al “ secreto profesional” porque el derecho a no autoincriminarse existe aun cuando interactúen terceros.-Los papeles privados que se entregan al contador de confianza siguen siendo privados y únicamente el cliente puede relevar  al contador publico  de  darle otro destino su cliente.-Y aun así el  contador público  puede o no decidir si ello es conveniente para un servicio eficiente y eficaz.-
El  deber de reserva que se le impone al Graduado de Ciencias Económicas  se encuentra íntimamente ligado al derecho de intimidad,dignidad, defensa en juicio,el debido proceso,la  prohibición de autoincriminación entre otras garantías constitucionales.-

No hay ninguna diferencia entre  la confesión privada en un delito cualquiera y  un hecho de evasión.Lo único que no puede hacer el profesional consultado acerca de la comisión de un hecho reprochado penalmente es instigar o promover  el hecho ilícito.- Nunca tendrá legitimidad ni obligación de  divulgarlo.-
Por otro lado el cliente que ha confiado en un  profesional y es denunciado por este, desvirtua y  lesiona la credibilidad del denunciante y no puede perderse de vistae con ello se lesiona uno de los  principios que también  se encuentran  consagrados en el Código de Etica  aplicable a los  Contadores Públicos.-
La violación  de  secretos no solamente que  es un delito regulado  por  el Codigo Penal sino que  sumado a ello atenta contra el libre ejercicio de la  profesión (derecho también consagrado en la Carta Magna) porque el profesional pierde  credibilidad y confiabilidad por parte de los ciudadanos.-

Todo ciudadano tiene derecho a consultar con un profesional sin que lo delate.No es posible  presumir que el servicio profesional del contador publico (ni ningun otro profesional) frente a un  hecho reprochado penalmente consista en la instigación o participación de ese hecho.-Esta presunción  incluso  también  es contraria a los principios constitucionales porque entre ellos esta el que consagra que  la inocencia es  la regla de las presunciones y no viceversa.-
El sigilo sobre la información confidencial  debe ser mantenido celosamente ya que es mucho más que un deber ético.-Cómo bien reza el Preámbulo de la Convención Americana de los Derechos y Deberes del Hombre: “todo deber de orden jurídico presupone otro de orden moral que lo sustenta…”; así el secreto profesional del contador público es un instrumento legal que torna operativas las garantías constitucionales: tales como la debida defensa en juicio, la presunción de inocencia y el debido proceso legal.Al mismo tiempo el profesional se torna en un custodio de informaciones y de datos que conforman la intimidad y la privacidad que como tales son atributos de la persona humana reconocidos por los Tratados Internacionales mencionados en el art´ 75 inciso 22 de la Constitución

El secreto profesional debe comenzar con la precisa discriminación de las comunicaciones del cliente señalando cuales son secretas y cuales no,cuales pueden trascender y cuales deben reservarse celosamente en protección del derecho de privacidad de la persona que se confía en el profesional”
. 

La Constitucion Argentina no es igual a las  Constituciones Europeas, y por lo tanto mientras se encuentre vigente ninguna ley contraria a la misma valida materialmente.-

Ningun Organismo Internacional tiene más autoridad que  la que tuvieron los Constituyentes Argentinos.-El mismo GAFI
 ha reconocido que  deben respetarse las normas de cada uno de los Paises frente a sus instrucciones.-
Por ello primero debe reseptarse la Constitucion Nacional Argentina por sobre cualquier otra norma de menor jerarquía.-Si hay una norma que no se compadece una norma  con la  Constitucion son los propios jueces que están obligados a decretar su inconstitucionalidad.-

El  deber de informar no  puede neutralizar  la obligación de  guardar  secreto preservada por las normas constitucionales.-
Fallo Plenario “Natividad Frías”
En relacion al Secreto Profesional la CSJN 
 sostuvo,que “de conformidad con lo expuesto por el señor Procurador General en el dictamen de fs. 21/26, a cuyos términos cabe remitirse en razón de brevedad, corresponde hacer lugar a la queja y revocar la sentencia recurrida, reafirmando la antigua línea jurisprudencial sentada por la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional en el fallo plenario -Natividad Frías- del 26 de agosto de 1966”, en el sentido de que la confidencialidad promueve la confianza general y,por lo tanto, redunda en beneficio de la sociedad.El deber de guardar el secreto debería ceder, según señaló, sólo frente a la existencia de un peligro concreto para otros y no de un fin abstracto o general
. 
En este mismo orden de ideas,la Corte Interamericana De Derechos Humanos consideró el peligro concreto  como  justa causa para romper  el secreto

La justa causa  de revelación del secreto  solo  puede verificarse cuando este estipulado concretamente en una ley formal ( y siempre que esta última no contradiga la Constitución Argentina) ; o sea, cuando concurra un verdadero estado de necesidad, en el cual se legitima la revelación por evitar un mal mayor; cuando se trate de la defensa del propio interés, en caso de que el obligado a mantener el secreto necesite repeler un ataque contra sus intereses por parte del interesado en el secreto; cuando medie el ejercicio de un derecho, tal el caso del cobro de los honorarios correspondientes al servicio prestado; y cuando opere el consentimiento del interesado (art. 244, párr. 2°, del CPPN)
LA RESPONSABILIDAD  DEL PROFESIONAL SEGÚN EL DERECHO CIVIL

El  pacto realizado entre el profesional y su cliente es el instrumento de vinculación  que  genera una “obligación de hacer”.-Dada la heterogeneidad de relaciones que existen, no puede pensarse en una sola figura jurídica que sea omnicomprensiva de todas ellas.En este contrato resaltan los caracteres habituales de la locación de servicios: consensual, bilateral, oneroso y no formal. Interesa destacar el elemento fiduciario.Todo contrato supone una confianza entre las partes porque éstas esperan que se cumpla en los términos estipulados. La confianza objetiva se desprende de la causa típica del negocio, cuando el contrato no se puede desarrollar sino en base a ese elemento; es inherente a los contratos de servicios, la expectativa en la competencia especial del prestador, y el contrato no puede ser desarrollado si ambas partes no confían
.

Esta confianza  que motiva la celebración de un contrato y rige su ejecución-

En el Derecho Argentino, este dato tiene una particular relevancia, puesto que lleva a tomar en cuenta las condiciones personales externas e internas del prestadora a la hora de juzgar su culpa
.

La obligación del profesional es una de hacer, y debe cumplir conforme a lo pactado, al standard aplicable a la profesión, al estado de la técnica que rija en la materia de especialización contratada. Con relación a las obligaciones asumidas por el profesional, un importante sector de la doctrina entiende aplicable la distinción entre “obligaciones de medios” y “de resultado”
.

En general el profesional compromete una obligación de hacer, cuyo contenido varía en función de una serie de parámetros pero de ninguna manera puede soslayarse  que  la encomienda  se realiza en el marco de la “confidencialidad” y  la obligación del secreto profesional.-

En este sentido la doctrina ha clasificado a la responsabilidad de los graduados en contractual y extracontractual.-La responsabilidad contractual surge de los deberes y obligaciones asumidos ante nuestro mandante como consecuencia de haber aceptado la realización de una tarea profesional.Tal aceptación del servicio  impone  para dar  cumplimiento al contrato en el marco de la ley,  la confidencialidad y el secreto profesional.-

En los casos en que hay un contrato de servicios profesionales que involucra una confianza especial, el nivel de exigibilidad será mayor, y será un supuesto en que se analizarán las condiciones externas e internas del sujeto
 

En los supuestos en que hay actuación vinculada a sociedades, pueden ser de aplicación las normas de la Ley 19550, en especial las que consagran una diligencia exigible (art. 59 “deber de obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios”). b) Objetivo: promesas de resultado.-

El Código Civil y Comercial Argentino ha establecido que la responsabilidad del Contador es Subjetiva
.-La primera parte del artículo –al referirse a la responsabilidad subjetiva-, nos remite a la impecable noción de culpa que formula en el artículo 1724 y la valoración de la conducta prevista en el art. 1725. En relación a la primera, se sienta el principio según el cual “la omisión de la diligencia debida según la naturaleza de la obligación y las circunstancias de las personas, el tiempo y el lugar....”.-

Finalmente y en forma relacionada con todo esto, aparece la responsabilidad profesional extracontractual, es decir el perjuicio sufrido por un tercero al confiar en informaciones inexactas, elaboradas por un profesional. Esto es habitual en el caso de los socios de una sociedad, o en el supuesto de inversores que basan sus análisis de riesgo en el dato del profesional. El factor de atribución es la culpa, y concretamente el apartamiento de la diligencia exigible.Una postura restrictiva señala que sólo es responsable, si hay fraude del profesional, o ha participado en una maniobra dolosa.Sin embargo, la tendencia actual es fundar la responsabilidad en la culpa, con lo cual se abre un campo muy importante de responsabilidad profesional.

La relación de causalidad es la unión del profesional con el daño, es decir que, el perjuicio que sufre una persona pueda ser atribuido al Contador por una serie ininterrumpida de causas y efectos de valor legal. Esto implica que el Contador responderá por las consecuencias inmediatas de sus actos y por las mediatas en los hechos ilícitos (entre ellos la violación del secreto profesional). En cambio responderá por las consecuencias casuales, sólo cuando las tuvo en miras al cometer el ilícito.

Es responsable directo quien incumple una obligación u ocasiona un daño injustificado por acción u omisión
.

En el supuesto de que el Contador sea dispensado por alguno de los presupuestos legales del secreto profesional nos encontramos ante una causa  de justificación El profesional puede demostrar que no hubo daño porque cumplió con la ley y su obrar no es antijurídico.En derecho Civil  se prevee que la Legítima defensa es una  causa de justificación.-En contexto del derecho civil la misma configura cuando una persona causa un daño a otra, para defenderse ante un ataque injusto, no habiendo provocación suficiente por parte del que se defiende, en este caso debe haber una racionalidad del medio empleado para defenderse.

En definitiva el contrato que une al  Graduado de Ciencias Económicas, implica la “ confidencialidad” y la divulgación de las notificias que  se recepcionaron como consecuencia del pacto, configuran un acto  antijurídico  suceptible de ser reparado  por   la indemización de daños conforme  se desprende de las normas que integran el  Código Civil y Comercial Argentino

Límites de la Declaracion Testimonial en el Proceso Civil
El art. 444 del Codigo Procesal Civil y Comercial de la Nación  que dispone que el testigo podrá rehusarse a contestar las preguntas: 1) si la respuesta lo expusiera a enjuiciamiento penal o comprometiera su honor 2) si no pudiera responder sin revelar el secreto profesional.
En función a esto último, se abrieron dos interpretaciones doctrinales. Una de ellas refiere que la excepción legal opera a juicio del testigo y otra que todo depende del arbitrio o autorización del juez. También se llega a considerar, por momentos que, sólo cuando del contexto de la pregunta no se desprendiera claramente esa situación, el testigo deberá dar al juez las explicaciones necesarias en forma reservada -fuera de acta y sin la presencia de las partes
-Sin embargo mayoritariamente  la doctrina ha opinado que el único  que puede permitir la revelación  o divulgación de un secreto es su titular
.- En consecuencia el  testigo se encuentra limitado por la ley  misma , para  explayarse  cuando ello  rompiera el sigilo  profesional.-
RESPONSABILIDAD  DEL  PROFESIONAL EN EL DERECHO PENAL

Elementos de la Teoria del Delito.-

El alcance de este marco jurídico es tipificar al derecho penal en subjetivo y objetivo a efectos de poder  delimitar  las consecuencias de ese delito.El derecho penal subjetivo, en su acepción extensa, es la atribución que el Estado posee para precisar los delitos y llevar a cabo el cumplimiento de las penas o la prevención de la seguridad, lo que se denomina “ius puniende”.Solamente el Estado por medio del poder legislativo puede promulgar leyes penales siendo su obligación precisar las formas delictuales y las penas que les cabe a las mismas, previo a la intervención represiva. 

El derecho penal objetivo puede clasificarse en derecho material o sustantivo y derecho formal, adjetivo o procesal. El derecho material o sustantivo precisa los delitos, impone las penas y ordena la comunicación de los fundamentos en que se apoya la teoría del delito.

El pragma de la teoría del delito, tanto en los delitos activos como en los omisivos, presentan dos órbitas a analizar: el aspecto objetivo y subjetivo (13). El primero de ellos se refiere a la exteriorización de una conducta distinta de la establecida, que, teniendo la posibilidad real y efectiva de llevarla a cabo de  manera correcta,que  en forma intencional no la efectuó-

El dolo

El dolo se conforma mediante el conocimiento del sujeto acerca de los  elementos   objetivos que integran el presunto injusto penal (aspecto cognoscitivo) y además la voluntad o intención de realización de tales aspectos (aspecto volitivo), destacándose al  respecto que “...la intención o propósito es la persecución dirigida a un fin del resultado típico...la intención pertenece al dolo directo en sentido amplio. En sentido estricto ésta abarca las consecuencias o circunstancias cuya realización no es intencionada,pero   de   cuya   realización   o   concurrencia   con   seguridad   se   percata   el   sujeto   ocasionándolas conscientemente...”

Todos los tipos penales de la Ley Penal Tributaria son dolosos (dicho de otra manera debe existir un plan intencional de acción de perjudicar el bien jurídico protegido).- y si bien a primera vista suele parecer bastante nítida la diferenciación entre conductas dolosas y las que no lo son, en realidad se presentan numerosos casos en los que no resulta nada fácil determinar la línea que limita ambos supuestos, tema que resulta fundamental, dado que si el contador ha actuado con imprudencia, negligencia o con impericia en su tarea profesional, ésto podrá ser reprochado por la afectación a las normas de ejercicio profesional, pero no así como infracción penal.

El dolo Eventual

Un punto intermedio en esta división son los casos de “dolo eventual” que dividen a la Doctrina y a la Jurisprudencia y constituyen uno de los puntos más controvertidos en el Derecho Penal, pero esta categoría es una herramienta teórica de incuestionable utilidad a la hora de explicar determinadas conductas que aparecen complejas, fronterizas o poco claras. Y lo será, en la medida en que no se estabilice un concepto unitario de dolo desprendido de los tradicionales elementos cognitivo y volitivo (conocimiento y voluntad). Puesto que el sujeto quiere ejecutar su acción incluso al precio de la realización del tipo penal. La producción del resultado, y no el dolo, depende de eventualidades o condiciones inciertas. De ese modo, para esta corriente sería más preciso hablar de un dolo sobre la base de hechos de cuya inseguridad se es consciente.

La Culpa

Respecto de la culpa, entendida como imprudencia, negligencia o falta de atención, parte de la doctrina entiende que un resultado se considerará dolosamente producido cuando se corresponda con el plan del sujeto en una valoración objetiva, lo que sirve de guía para delimitar entre el dolo eventual y la imprudencia consciente

Elementos constitutivos del Delito
En definitiva para que exista un delito es necesaria una infracción voluntaria de una Ley Penal y basarse en la violación de los cinco principios, que son los siguientes: a) conducta: es decir un movimiento voluntario, un acto o inactividad , configurada por la  acción en obrar en contra de la ley b) tipicidad: es decir que la conducta debe estar  regulada en una norma donde se la  reprocha.-c)antijuridicidad:el hecho de oposición al derecho o voluntad de violar la ley, perjudicando el bien jurídico que tutela.d) cupabilidad:comprende la criminalidad del acto,a sabiendas, con pleno conocimiento e intención.e) dolo:el cual  puede ser directo ( violación de la ley) , indirecto ( perjudicar a terceros, en el que la intencionalidad original) y eventual ( no existe un fin determinado,sino que  la persona actuó de forma negligente)-En todos los casos debe existir  un conocimiento y voluntad de violación a las normas, y una pena   prevista en la ley ( punibilidad) .-.

La intimación Penal

La intimación penal al profesional de  Ciencias Económicas, debe ser  circunstanciada,  en el tiempo y en  los hechos  por cuanto de modo contrario se vulnera  el derecho de la defensa y el principio de congruencia procesal.- Para ello merece recordarse que el art. 347 del Código Procesal Penal de la Nación establece que el requerimiento en cuestión deberá contener, bajo pena de nulidad, “los datos personales del imputado; una relación clara, precisa y circunstanciada de los hechos, su calificación legal y una exposición sucinta de los motivos en que se funda.”

En rigor el art. 347 exige una relación clara, precisa y circunstanciada requisito este último para una acusación respetuosa de las garantías contenidas en el art. 18 de la Constitución Nacional

La Cámara de Apelaciones anuló el procesamiento de un contador público, 
FUNCIONES DEL CONTADOR Y  LA IMPUTACION PENAL

El Lavado de Dinero

El  lavado de activos es un  de fraude, configurado por el  intento del delincuente por procurar convertir en lícito un ingreso ilícito.Como todo delito que tiene como objetivo final, subsecuente o lateral el rédito económico, como lo es el narcotráfico, conlleva la necesidad del narcotraficante de transformar la moneda obtenida espuriamente en algún otro tipo de bien. Entonces, al perpetrarse el delito, el delincuente busca adquirir bienes  tangibles o intangibles. Ese paso es reconocido como el inicial en el “lavado de activos”

Evolucion de la Regulación Internacional

Los Estados, a fin de combatir el lavado de activos, prevenir sus consecuencias, han diseñado e implementado métodos de administración de riesgos.-Esta política de prevención, tiene su origen en la legislación internacional. En el año 1945, se funda la Organización de las Naciones Unidas (ONU), con el objeto de fomentar la cooperación internacional en la prevención de conflictos. El 20 de Diciembre de 1988, se realizó una Convención contra el tráfico ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, conocida como Convención de Viena, entrando la misma en vigencia en Noviembre de 1990 con una importante influencia en la lucha contra el blanqueo de capitales, calificando como delitos penales de las conductas de lavado de dinero y la precisión del concepto de blanqueo de capitales. Posteriormente, el grupo de países industrializados conocido como G- 7, creó en el año 1989 la (GAFI
), con el objeto de luchar contra el lavado de dinero y el financiamiento del terrorismo. 

Las Normas de  Lavado de Dinero en Argentina

En Argentina, la regulación del lavado de activos, posee la jerarquía de Convenciones y Resoluciones de la O.N.U., por lo que las instrucciones de la G.A.F.I  se encuentran en idéntica escala jerárquica
La ley  25.246
 y las modificaciones ulteriores fueron sancionadas como consecuencia de recomendaciones realizadas por el GAFI

El artículo 14 de la Ley 25.246 establece, que la Unidad de Información Financiera (UIF) está facultada para solicitar información a un punto tal que no se podrá oponer "el secreto bancario, fiscal, bursátil o profesional, ni los compromisos legales o contractuales de confidencialidad". 

Inconstitucionalidad de las leyes en la  Argentina.-

La Ley Nº 25.246 incorpora en el Capítulo II a la UIF
 (Unidad de Información Financiera) como organismo de investigación en la materia y en su art. 20, inc. 17,se coloca a los profesionales en Ciencias Económicas matriculados como “sujetos obligados” de garantizar que el accionar de sus clientes no configuren delitos económicos,debiendo  inscribirse ante la UIF y asegurar mediante reportes de  operaciones sospechosas (ROS).-Estos sujetos “ no podrán  mantener  “secreto fiscal ,bursátil o profesional, ni los compromisos legales o contractuales de confidencialidad 

Dificultades en la Obtención de  la Prueba

Para que pueda suscitar una operación de lavado de activos, se requiere de la presencia esencial de dinero o bienes, cuya procedencia dimana de la perpetración de un hecho punible precedente, o de un ilícito penal previo.

Es por ello, que una acepción intrínseca de «lavado de dinero» hace alusión al procedimiento de transformación de activos que proceden de una fuente delictiva, a activos que cuentan con una procedencia legítima. 
Acorde con este lineamiento, el Código Penal de la Argentina, estipula la actividad del lavado de dinero, como la de: Convertir, transferir, administrar, vender, gravar, disimular o de cualquier otro modo poner en circulación en el mercado, bienes provenientes de un ilícito penal, con la consecuencia posible de que el origen de los bienes originarios o los subrogantes adquieran la apariencia de un origen lícito.
En consecuencia, para que se pueda condenar o procesar a un individuo, por la perpetración de este hecho punible, resulta esencial que se compruebe, con grado de certeza: los dictámenes jurisdiccionales, que corroboran la procedencia ilícita de los fondos sujetos al proceso penal.

La deliberación entorno a este artículo se encuentra centrado, en el nivel probatorio que es menester para que se dé por probada la suscitación de "bienes o activos derivados de un ilícito penal o delito previo" (12) , sin enervar preceptos fundamentales del debido proceso, tales como lo son: derecho de defensa y la presunción de inocencia.
Debido a este aspecto, uno de los más complejos cuestionamientos, en un examen de lavado de dinero, es la obtención y el ofrecimiento de pruebas que sean claras, suficientes y concluyentes, a los fines de que le puedan dar el sustento debido a la complexión del hecho punible referido
Avasallamiento Legal al Ejercicio de la Profesion de Ciencias Económicas.-

La FACPCE (Federación Argentina de Consejos Profesionales de Ciencias Económicas),oportunamente reguló
 la responsabilidad profesional de los contadores públicos alcanzados como sujetos obligados estableciendo esa regulación como una norma profesional de aplicación obligatoria.Esta última resolución  fue modificada con la  resolución   nro 575/2020  con la cual se aprueban las funciones y  responsabilidades del contador público.-

Anteriormente    se había entendido  que  para el profesional lo esencial es: a) conocer a su cliente; b) informar a la UIF sobre las operaciones sospechosas; y c) abstenerse de revelar al cliente o a terceros las actuaciones que esté realizando. 

El Contador Público alcanzado fue puesto en una posición donde debe realizar una tarea del Estado (investigación) que no le compete y además no se encuentra  paga.-consistente en identificar operaciones inusuales o sospechosas en la contabilidad de sus clientes.

El respaldo de su tarea ( gratuita y  ajena a su profesión) debe ser plasmada en  papeles de trabajo, los que resultan esenciales a la hora de probar la ausencia de dolo en su actuación.

Practicamente se  coloca al sujeto obligado en un supuesto de inversión de la carga de la prueba de su inocencia  lo que resulta ser otra de las violaciones de las garantías constitucionales-Como parte de la carga pública impuesta, el auditor externo o el síndico debe identificar los actos inusuales de su cliente determinando si la operación es inusual o sospechosa tarea que excede ampliamente el ejercicio de su profesion.

El estado suele traspasar en forma sistemática y constante obligaciones a los ciudadanos (v.gr agentes de retención, agente de percepción) obligaciones  sin compensación y  combinadas con penas muchas veces arbitrarias.-El estado solo propone castigos  por incumplimientos sin ninguna compensación.-

La inviolabilidad del estudio ha quedado  subsumida en la obligación de “llevar la información al estado” pero esa responsabilidad  de colaboración  y  posición de garante del  bien  jurídico de recaudación , no se encuentra regulada en ninguna norma legal.y como si ello fuera poco es contraria a los derechos de raigambre constitucional

Asusencia de Sentido Jurídico en el término de “Operación Sospechosa”

La orfandad de claridad en relacion al “concepto de operación sospechosa” es significativa.-Suele  entendérsela por aquella intentada o realizada en forma aislada o reiterada, sin justificación económica o jurídica, y  que no guarda relación con el perfil económico-financiero del cliente, desviándose-así- de los usos y costumbres en las prácticas del mercado.-

Se podría inferir   que  se ha intentado  identificar una operación inusual  luego del análisis y la evaluación realizados por el sujeto obligado.-

Pero la inseguridad jurídica subsiste porque no se  profundiza en  el sentido jurídico que pueden tener los diferentes  términos y por  el otro lado   existe un evidente conflicto en la armonización  con otras normas   que obligan al  sujeto responsable a “ guardar sigilo  profesional”-
Resolución UIF 65/2011 y Modificación  de Normas Profesionales
A la fecha de este pronunciamiento, marzo de 2020, se encuentra vigente la Resolución de la UIF N° 65/2011 que establece las obligaciones que deben cumplir los profesionales de Ciencias Económicas, aclarando que están alcanzados como sujetos obligados los contadores públicos que, en el marco de la RT 7 (norma vigente al momento de sanción de la precitada regulación, año 2011), actúen como auditores externos de estados contables o cumplan el rol de síndicos societarios de ciertos entes que las normas especifican.
Si bien las normas profesionales se han modificado luego de la Resolución N° 65/2011 de la UIF, derogándose la RT 7 vigente en 2011 y reemplazándose por la RT 37, la UIF no dictó una nueva regulación.
La profesión y la misma UIF aceptaron durante los últimos nueve años que el contador público independiente solo como auditor externo (capítulo III.A RT 37) y el síndico societario son los que deben actuar como sujetos obligados. 

estableciendo que si se pretende citar al contador a prestar declaración indagatoria por el delito de evasión, se le debía informar claramente “cuál es el hecho que se le atribuye, y que no basta una mención nominal o referida a hechos de terceros ”, ésto significa que el órgano judicial deberá contar con elementos serios para suponer que una conducta concreta del profesional, encuadra en alguno de los tipos penales descriptos por la ley Penal Tributarial
.
III.A RT 37) y el síndico societario son los que deben actuar como sujetos obligados. 

Definiciones Jurídicas ambiguas

Si bien se encuentra previsto que  la UIF,guardara el secreto pero ello  es una falacia legal porque –con la información recibida comenzara a  investigar y ese procedimiento  podrá terminar en definitiva  con una denuncia contra el contribuyente.-

Es  posible oponer  el derecho de reserva profesional, aunque la U.I.F “[…] podrá requerir en cada caso autorización al juez competente del lugar donde deba ser suministrada la información o del domicilio de la Unidad de Información Financiera a opción de la misma.”
 ,  pudiendo además“[…]  solicitar al Ministerio Público para que éste requiera al juez competente el allanamiento de lugares públicos o privados, la requisa personal y el secuestro de documentación o elementos útiles para la investigación. Solicitar al Ministerio Público que arbitre todos los medios legales necesarios para la obtención de información de cualquier fuente u origen”
.

De acuerdo a las facultades legales  concedidas a la U.I.F  se desvirtuá la ontología del concepto de “ secreto profesional” y el suministro  de  información a ese organismo  configura una denuncia indirecta  por parte del contador público

Pero sumado a la gravedad de la responsabilidad que se introduce  con la norma  no existen claridad conceptuales porque no se define que es una  “operación  sospechosa”
El obstáculo de la Inestabilidad  de las Normas
No escapa al conocimiento general que la inestabilidad de nuestra normativa fiscal sujeta a constantes cambios, y la profusión en el dictado de resoluciones de los distintos organismos de recaudación, generan las condiciones necesarias para que existan numerosos aspectos conflictivos que deben ser resueltos casi de manera inmediata, por los profesionales de su rol de Asesores. En general, existe un plazo exiguo entre la vigencia de las normas que se sancionan y su efectiva aplicación, lo que impide –en la mayoría de los casos-, un meditado análisis, con el tiempo prudencial necesario para poseer seguridad absoluta en el tema sub examine. A contrario sensu, los Fiscos disponen de tiempo suficiente para estudiar cada situación, dado que el análisis se desarrolla meses y aún años después de acaecidos los hechos. Tal como se observa en la práctica diaria respecto de la calificación de factura apócrifa que practica la AFIP. Esta inestabilidad y abundancia normativa genera que tampoco exista una validación jurisprudencial en la mayoría de los hechos, pues cuando el Poder Judicial puede otorgar la recta interpretación de las normas, en muchas ocasiones éstas ya no se encuentran vigentes. En este marco, hay una notable inseguridad jurídica que quita previsibilidad al sistema fiscal y donde el profesional actuante debe Asesorar según su leal saber y entender. 
Responsabilidad por Falsedad de Datos que obtiene   el Contador 
En este contexto el profesional asume el compromiso de realizar su tarea sin falsear los datos suministrados por el ente, comprometiendo su dedicación a Asesorarlo de la mejor manera técnica posible. La realización de sus tareas se basará, únicamente, en la información suministrada por el ente contratante, la que sólo es validada por el profesional actuante a través de pruebas de consistencias basadas en la simple confrontación de los elementos aportados entre sí. 
A la luz de las implicancias que podrían derivarse ante el régimen penal tributario y su correspondiente pena de prisión, el profesional debe estar atento a cualquier falsedad de las determinaciones tributarias, lo que le obliga a prestar especial cuidado en la obtención y elaboración de los datos suministrados por el ente, a efectos de evitar cualquier error que pudiera dar pie a las autoridades fiscales para iniciar el correspondiente proceso penal.

Por ello, no son tareas propias del Asesor ni la investigación ni la inspección de los datos del obligado. Por otra parte, los datos volcados en las declaraciones juradas son del obligado; el profesional sólo se limitará a reflejarlas. Los Asesores tampoco son garantes de los obligados, limitándose su tarea a ejercitar los conocimientos propios de su profesión.

Para poder asignar responsabilidad penal a los mencionados profesionales, es indispensable la constatación de la participación personal y dolosa en el delito imputado.
Por otra parte, es claro advertir que desde el rol de Asesor no tiene el dominio del hecho y no está actuando durante la etapa de ejecución del delito.

Otro tema importante es el relacionado con la exhibición de los papeles de trabajo del profesional, en particular del Asesor impositivo. Son privados y están regidos por el secreto profesional establecido en los Códigos Penal y de Ética de los Consejos Profesionales de Ciencias Económicas, los que prohíben divulgar asunto alguno sin la autorización expresa de su cliente, estando relevado de esta obligación sólo cuando imprescindiblemente deba exhibirlos para su defensa personal y en la medida en que la información que proporciona sea insustituible.
Responsabilidad respecto a  las Liquidaciones Impositivas.-
Si bien la situación del liquidador impositivo pareciera, prima facie, ser distinta de la del asesor , no dista de ser un asesoramiento al ente contratante sobre la forma de presentar los datos requeridos por el Organismo Recaudador. Efectúa su labor sobre actos, hechos y metodologías cuantificables. Sin embargo, el profesional liquidador no realiza ninguna tarea de auditoría sobre los datos brindados por el ente contratante. Solamente recopila y compila información, sin verificar su integridad ni corrección. La calidad de esa información es responsabilidad del contribuyente. Debe tenerse en cuenta que la actuación del profesional en esta materia puede darse en empresas que confeccionan estados contables sirviendo la contabilidad –y específicamente los estados contables auditados- como base para la liquidación de los impuestos correspondientes. Pero en otros casos, puede tratarse de contribuyentes que no llevan tales registraciones, por lo que el acceso a la información que el contador público tenga estará limitada al aporte de documentación que efectúe el sujeto responsable del cumplimiento de la obligación.

EL FRAUDE REGULADO POR LEY PENAL TRIBUTARIA
El artículo  237 del Codigo Procesal Penal Federal  obliga denunciar “los casos de fraude, evasión impositiva, lavado de activos, trata y explotación de personas...”.-La ley no ha definido con claridad  los  extremos fácticos ante los cuales el contador público se  encontraría obligado a instar la acción penal.- y cuales son los supuestos  que se excluyen.-

En relación al “fraude” no se se indica  si es el  previsto  en  la Ley Penal o el mencionado en el Código Civil y Comercial de la Nación ( art 9no y sgtes).-
Según el diccionario de la «Real Academia Española», la palabra fraude tiene las siguientes acepciones: (lat. fraus, fraudis) acción contraria a la verdad y a la rectitud que perjudica a la persona contra quién se comete. Acto tendiente a eludir una disposición legal en perjuicio del estado o de terceros. Delito que comete el encargado de vigilar la ejecución de contratos públicos, e incluso algunos privados, confabulándose con la representación de los intereses opuestos».

Para Julio C. de la Vega
,  «Es un ardid para engañar a alguien con el fin de que su autor se beneficie por el perjuicio de la contraparte. El fraude es muy frecuente en el ámbito fiscal y consiste en la evasión impositiva por parte de quien oculta bienes que son imponibles con cargas tributarias que debe ser pagadas al fisco. También es corriente en las acciones comerciales tendiente a introducir artificios para que el acreedor no perciba sus créditos». 

El término “fraude” se refiere al acto intencional de la administración, personal o terceros, que da como resultado una representación equivocada de los estados financieros, pudiendo implicar: manipulación, falsificación o alteración de registros o documentos,malversación de activos,supresión u omisión de los efectos de ciertas transacciones en los registros o documentos,registro de transacciones sin sustancia o respaldo o  mala aplicación de políticas contables

En muchas oportunidades suele  confundirse el “fraude” con diferentes  interpretaciones de  los reglamentos o leyes tributarias.-Ello ocurrió precisamente en el caso Avianca resuelto  por   la Corte Suprema de Justicia, y donde se analizó  las diferentes interpertaciones de las  leyes y reglamentos ,que eximían de  reproche  alguno  a  la imputada
Por otro lado se  ha distinguido lo que es una infracción de deber con lo que es un delito penal declarándose que  “delitos de infracción de deber” se relacionan con un deber extra penal, que alcanza a quienes tienen una determinada posición con relación al bien jurídico penal, y en estos delitos, el criterio que determina la autoría no está dado tanto por el dominio del hecho sino por la infracción del deber
. 
Definición de Fraude en  el Còdigo Penal.-

Partiendo del supuesto de que la norma se refiere al “ fraude”  tipificado en  el  Código Penal Federal, los hechos integrados a  ese concepto son:1) Las figuras que se ejecutan en las que el autor, provoca con su ardid o engaño, un error en la víctima, lo que la induce a efectuar el desplazamiento desde su patrimonio o desde el de un tercero. 2) el abuso de confianza donde el desplazamiento del bien se ha producido “por un acto anterior no vicioso” un negocio jurídico válido preexistente y es en su ejecución donde el sujeto activo incumple con mala fe sus obligaciones (administración fraudulenta). 3) Las defraudaciones donde el autor, aprovechando situaciones que le facilitan la apropiación ejerce anormalmente sus derechos o facultades, como es el caso de las apropiaciones indebidas de los incisos 1 y 2 del art. 175 del Código Penal. 4) En todos los casos anteriores, consecuencia de la conducta ilícita se produce un beneficio o incremento patrimonial propio del agente o de terceros, sin embargo hay otras figuras defraudatorias donde el tipo no requiere ese aprovechamiento sino que se abastecen con la mera afectación al patrimonio del sujeto pasivo, las que se han clasificado como dañosas.

Error y Fraude

Mas allà  de las diferentes definiciones que pueda otorgársele al tèrmino “ fraude” es necesario para que se configure un fraude  objeto del derecho penal, los elementos  previstos para  cualquier delito ( intención, conducta,  etc).-Por ello  es necesario no confundir el error  con el fraude
.-

El error se refiere a aspectos no intencionales que terminan en una incorrecta presentación de la realidad. Son aquellas imprecisiones no intencionales u omisiones de importes o exposiciones en los estados contables. Los errores pueden involucrar por ejemplo: errores en el procesamiento o compilación de información financiera básica a partir de la cual se preparan los informes financieros o incorrectas estimaciones contables derivadas de una mala interpretación de los hechos y errores en la aplicación de normas contables.

Algunos ejemplos de errores son: Compensar el saldo deudor y acreedor de distintas cuentas bancarias de un ente, el cálculo de la previsión para deudores incobrables sobre o subvaluado, valuación al costo histórico de las inversiones permanentes, aplicación incorrecta del devengamiento de intereses sobre deudas, no registrar una compra y otros similares

Fraude y  Evasión  Tributaria 

El ocultamiento  de  un negocio jurídico que representa una utilidad gravada por el impuesto a las ganancias, pero lo hace con la finalidad de no pagar un impuesto.-Ello generalmente no  se puede encuadrar en el dolo  necesario para el tipo penal.-En efecto:puede que no conozca con precisión -al tiempo de la celebración del negocio- si el resultado del ejercicio arrojará ganancia o quebranto.

Nos encontramos  ante un caso de  un posible  ocultamiento pero el obligado deberá responder por la maniobra a título de dolo eventual,ya que  no es lo mismos referise a un ardid que a la falta de pago , no existiendo nexo causal alguno como lo establecia  el  articulo 1 de la  ley 24.769, entre la omisiòn de pagar un tributo y  la maniobra desplegada.-

“el delito de evasión conforme se encuentra tipificado en nuestro sistema no es un delito de pura infracción de deber ya que requiere en su ejecución de la conformación de comportamientos de simulación u ocultamiento, en definitiva, engañosos. Por eso se ejecutan a través de determinadas formas de organización o dominio que trascienden el simple incumplimiento. Dicho de otro modo, la evasión punible no se constituye por la mera omisión del deber de pagar las obligaciones tributarias sino que esto debe acontecer en un marco de organización descripto como engañoso.
”

Los actos previstos implican necesariamente una actuación profesional ejercida dentro de las incumbencias profesionales, pero como ya se expresó anteriormente, esta actuación deberá ser dolosa, teniendo en cuenta la posibilidad de la existencia del dolo eventual de acuerdo a la tesis a la que se adhiera, pero que en ningún caso podrá ser negligente o culposa. En consecuencia, no toda certificación, informe o documentación utilizada implicará la automática imputación del profesional actuante.

El Instituto Norteamericano de Contadores Pùblicos
, considera que hay dos tipos de fraudes: el primero de ellos se realiza con la intención financiera clara de malversación de activos de la empresa.El segundo tipo de fraude, es la presentación de información financiera fraudulenta como acto intencionado encaminado a alterar las cuentas anuales.

Determinacion del Fraude en la Auditoria de Estados Contables

Si bien tanto el fraude como el error significativo deberían ser razonablemente advertidos al realizar una auditoría, las propias normas indican que aunque una auditoría se hubiese realizado de acuerdo con ellas, por las limitaciones inherentes a una auditoría, existe el riesgo inevitable de que puedan no detectarse algunas incorrecciones significativas aunque la auditoría se hubiese planificado y ejecutado adecuadamente de conformidad con las normas. También es importante destacar que el fraude puede conllevar planes sofisticados y cuidadosamente organizados para su ocultación situación que en el extremo, puede no solo dificultar, sino impedir la detección por parte del auditor. El ―fraude inteligente‖ o de ―guante blanco‖ es por su naturaleza difícilmente detectable, puede tratarse de malversación de activos o estados contables fraudulentos y su prueba a menudo es difícil. Aun así, si el auditor llegara a obtener indicios de fraude o de situaciones de fraude no le corresponde determinar si se ha producido efectivamente un fraude desde un punto de vista legal porque no es el objetivo de la tarea ni su responsabilidad. En efecto, corresponde a la justicia determinar la configuración del delito. El Poder Judicial y otros poderes públicos que evalúen la conducta del auditor tomen en cuenta que la legislación aplicable, las normas profesionales, la carta de contratación, la ejecución de su tarea y el informe final, conforman un conjunto integrado de elementos inseparables al momento de evaluar la responsabilidad por la actuación profesional. Como síntesis, es importante resaltar que el análisis sobre la actuación profesional que antecede se ha realizado sobre la base de la actuación del contador público en su rol de auditor de estados contables, y en ese marco debe ser considerado
Responsabilidad penal del  Auditor
Los trabajos de auditoría y otros servicios sobre información contable y no contable que puede realizar un contador público independiente  se encuentran regulados por las normas profesionales correspondientes, pudiendo distinguirse los entes comprendidos en la RT 26, en general entidades con cotización pública de sus valores para quienes serán de aplicación las RT 32 a 35, de aquellas no comprendidos en la citada RT 26, que se rigen por la RT 37, por lo común las entidades pequeñas y medianas que constituyen.-
La RT 37 contempla los diferentes encargos que pueden ser encomendados al  contador público independendiente  mencionando  particularmente  las tares de auditoria
La responsabilidad del auditor consiste en realizar su trabajo de auditoría e informar sus resultados ateniéndose a las normas que la profesión le exige.
 Como se trata de aspectos técnicos complejos es que a lo largo de muchos años se ha ido desarrollando y mejorando un cuerpo normativo que establece la mejor manera técnica de realizar esas tareas profesionales (hoy la RT 37 que es utilizada para la mayoría de las entidades del país).

Resulta importante clarificar en qué consiste el desarrollo de una auditoría y el consiguiente informe del auditor, ya que una interpretación inadecuada por parte de los terceros (organismos de control, funcionarios públicos, jueces, verificadores, etc.) podría hacerles concluir que el contador público "da fe" de cada una de las operaciones, hechos y actos acaecidos en relación con el ente, cuando en verdad lo que la norma profesional (RT 37) le impone al contador como auditor externo es emitir una opinión (o abstenerse de opinar) acerca de si los estados contables objeto de su examen han sido razonablemente preparados y presentados de conformidad con las normas contables aplicadas por el ente emisor de tal información contable, después de haber planificado y ejecutado sus procedimientos y concluir en una opinión acorde con los elementos de juicio que ha reunido a lo largo de su trabajo. Se espera que el auditor externo exprese en su informe una opinión (aseveración positiva) objetiva (o se abstenga de entregarla) sobre los estados contables que fueron preparados, aprobados y emitidos por una entidad que contrata al profesional con ese fin.

En otras palabras, el auditor externo lleva a cabo diferentes tareas tendientes a verificar que los estados contables presentan razonablemente la correspondiente información y para ello aplica procedimientos de auditoría con el objeto de reducir el riesgo de que dichos estados contengan incorrecciones, las que pueden deberse a errores o a fraudes. De acuerdo con lo expuesto, teniendo presente la naturaleza de su función y la legislación vigente, cabe resaltar que el auditor no es un fedatario público. En este punto es importante aclarar que los estados contables de ejercicio completo o de periodos intermedios preparados en cumplimiento de disposiciones legales tienen como objetivo suministrar la información de conformidad con normas contables y no necesariamente son útiles para cualquier fin o usuario. 
Por ello no debe interpretarse que el auditor emite una opinión sobre la precisión o la exactitud de los estados contables o de la información contable en su conjunto, o sobre una cuenta o grupo de cuentas o transacciones consideradas individualmente sino sobre su razonabilidad en relación con las normas contables aplicadas. No emite una opinión sobre precisión o exactitud debido a limitaciones que necesariamente tiene la información como, por ejemplo, que la inclusión de valores basados en estimaciones o en la probabilidad de ocurrencia de determinados hechos futuros, y a limitaciones propias de la actividad de auditoría universalmente aceptadas, tales como la utilización de muestras, operaciones que la entidad no hubiese registrado, deficiencias en los controles internos establecidos por la dirección del ente y similares.

En otras palabras, la información auditada no debe tener incorrecciones significativas que podrían haberse detectado y corregido oportunamente por el ente emisor en el proceso normal de su preparación o revisión. 
Otro motivo por el cual el auditor opina sobre la razonabilidad y no sobre la precisión o exactitud de la información objeto de su examen es que sería imposible hacerlo sobre esta última. El fundamento de esta afirmación es que solo los datos son exactos, pero la información contenida en los estados contables –elaborada a partir de ellos - está sujeta a criterios, por lo tanto puede ser razonable pero no exacta, de acuerdo lo que establecen las normas contables vigentes en nuestro país y en el orden mundial.
El auditor debe orientar sus esfuerzos en función de la significatividad o importancia relativa que los datos pueden tener y llevar a cabo sus procedimientos sobre bases selectivas.

No sería posible revisar la totalidad de las operaciones, activos, pasivos y resultados, porque sería inviable.

Por otra parte, tampoco debe interpretarse erróneamente que el auditor está opinando sobre una cuenta o grupo de cuentas consideradas individualmente, sino que lo hace sobre la información en su conjunto.

La situación de una empresa puede cambiar radicalmente y en poco tiempo por hechos ocurridos con posterioridad a que el auditor haya emitido su informe sobre los estados contables.

El auditor externo emite su informe una vez que completó los procedimientos planificados. Entre esos procedimientos se encuentra el examen de los hechos posteriores al cierre del ejercicio hasta la fecha de emisión de su informe de auditoría. Su actuación profesional debe ser analizada a la fecha de su informe y con la información disponible en aquel momento.
 El grado de incertidumbre asociado al resultado de un hecho o de una condición aumenta significativamente cuanto más alejado en el futuro se sitúe el hecho, la condición o el resultado.
Relación entre el Balance  Falso y  el  Auditor

Técnicamente el concepto de balance falso, delito previsto por el código penal en su artículo 300 inc.3
, donde la figura del auditor que emite opinión sobre los estados contables no está entre los sujetos activos del delito, ya que el legislador entendió, que la responsabilidad de la emisión de los estados contables es de la empresa y sus órganos de administración y fiscalización y no de los profesionales que en forma independiente deben auditar dichos estados.Ello no libera la responsabilidad que por coautor, encubridor o participe pueda caberle según pueda ser demostrado en sede judicial penal.

Esto nos lleva entonces al ámbito de la auditoría que sirve de sustento para la emisión de opinión del profesional que interviene, y en ese contexto debemos recordar los  párrafos 6 a 11 de la norma internacional de auditoría
, efectúan las siguientes consideraciones con respecto a la responsabilidad del Auditor de considerar el fraude y error, en un trabajo de auditoría de estados financieros.

( El Auditor no es responsable de la prevención de fraude y error
( Al planear la auditoría, el auditor debería evaluar el riesgo de que el fraude y error puedan causar que los estados financieros contengan representaciones erróneas de importancia relativa, resultantes de dicho fraude o error.
Responsabilidad Penal Empresarial -ley 27.401

La responsabilidad de los graduados en ciencias económicas,deberia haber  llevado a  pulir sensiblemente la “Resolución Técnica Nro.7”, pieza fundamental durante décadas en materia de auditoría, y reemplazarla por la RT37 adoptando la normativa internacional de la IFAC (“International Federation of Accountants”), omisión que ha permitido que sigan subsistiendo vastas “zonas grises” .- 

Sin embargo, la reciente sanción de la Ley 27.401, de “Responsabilidad Penal Empresaria”, que nos rige desde principios de 2018, permite sancionar a las personas jurídicas privadas –y, obviamente, a las personas humanas que viabilizan las conductas delictivas a través de las mismas- con las graves penas que contempla en su art.7, entre otras cosas, por “Balances e informes falsos agravados, previstos por el artículo 300 bis del Código Penal.”-

En acertada opinión de Alejandro Tazza (34), esta disposición legal sanciona en forma agravada la conducta de realizar balances o informes falsos, con el fin de ocultar la comisión de los delitos de cohecho y tráfico de influencias, y de soborno trasnacional, previstos por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal.-

Técnicamente, la norma remite a la ilicitud contemplada por el art. 300,inciso 2do. Del Código Penal, esto es, el llamado delito de balances e informes falsos, y la conducta ilícita– que mayoritariamente habrá de involucrar a contadores ligados a sociedades- “consistente  ya sea en publicar, certificar o autorizar un inventario, un balance, una cuenta de ganancias y pérdidas o los correspondientes informes y memorias falsos o incompletos, o bien, en informar a la asamblea o reunión de socios con falsedad, pero ello hecho con el específico objetivo de ocultar una operación o negociación que representa un supuesto de cohecho,tráfico de influencias o soborno trasnacional”.-

Consecuentemente, es posible que los contadores sean  imputados por   la confeccion  de Balances, certificación de piezas, adjudicándosele significativas responsabilidades civiles y penales que,la cual sera analizada con forma agravada

Responsbilidad  Penal  Tributaria Societaria.-
De las personas humanas Siendo definido el delito como una acción, típica, antijurídica y culpable nacerá respecto del sujeto activo del delito, una responsabilidad penal. Es decir, aquella que le correspondiere por la realización de actos penalmente sancionables. La responsabilidad penal también se extenderá a aquellos que actúan en el delito como instigadores, cómplices primarios y/o secundarios. En general, se extenderá a todos los que participan en el delito. Por ello, cuando se habla de responsabilidad penal o criminal se refiere a aquella responsabilidad propia de un acto u omisión penado por la ley y realizado por una persona imputable, culpable o carente de excusas cuyo accionar será sancionado con una pena

No resulta ocioso destacar que nuestro ordenamiento penal castiga, principalmente, a personas humanas, pues sostuvo - durante años - el principio que la sociedad no podía delinquir.

Por lo tanto, las imputaciones en materia penal tributaria solo podían hacerse a personas humanas y la responsabilidad se generaba, exclusivamente, por la actuación personal, a título de dolo, de los integrantes o representantes de la persona jurídica
.

Con el dictado de la Ley N° 27.401 se modifica el espectro de la responsabilidad y es a partir de dicha ley que las personas jurídicas se convierten en penalmente responsables. Esta norma considera que las personas jurídicas son las sociedades, asociaciones y otras formas jurídicas capaces de adquirir derechos y obligaciones y, por lo tanto, ser penalmente responsables.
Tipificacion de Conductas Punibles de la Persona Jurídica

 Adviértase que la ley antes mencionada considera a la persona jurídica susceptible de responsabilidad penal frente a la comisión de los siguientes delitos: 
( Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional (artículos 258 y 258 bis del CP). 
( Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas (artículo 265 del CP). 
( Concusión (artículo 268 del CP).
( Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados (artículos 268 (1) y (2) del CP). 
( Balances e informes falsos agravados (artículo 300 bis del CP). 
Por su parte, el artículo 13 de la Ley N° 27.4308 extiende su autoría a un número cerrado de representantes, directivos y al síndico societario, quienes - por su jerarquía y competencia - estarían en situación de impulsar y producir estos delitos. Ello así, se impone por parte de quien juzga, verificar ciertamente la participación real en las conductas reprochadas de los sujetos que revistan apariencia directiva
LA RESOLUCION   575/2020  DE LA FACPCE

La Federación Argentina de Consejos Profesionales en Ciencias Económicas (FACPCE) aprobó la actualización del documento Funciones y Responsabilidades del Contador Público.-Según  la  resolución 575/2020 de la FACPCE (52), este documento debió adaptarse a los cambios normativos, en materia de Resoluciones Técnicas profesionales y a los cambios emergentes respecto de la dogmática, la jurisprudencia y la legislación jurídica.
Algunos aspectos del Documentos aprobado por la  resolución 575 FACPCE

El ente señala que el texto del nuevo documento recoge los lineamientos de la RT 37, y en materia de Responsabilidad Penal Tributaria recepta la posición, hoy mayoritaria, en cuanto a que para el perfeccionamiento del delito tributario es necesario que se verifique la presencia de un ardid idóneo, es decir un ardid de tal magnitud que permita encuadrar la conducta del imputado en las normas penales tributarias.
El documento menciona las siguientes:
El profesional en Ciencias Económicas solo responde por aquello que, efectivamente, pudo conocer obrando con los conocimientos técnicos necesarios para el ejercicio de la profesión.
Si por negligencia no descubrió omisiones o distorsiones que debió haber descubierto, aplicando de acuerdo con las circunstancias, los procedimientos de auditoría establecidos en las normas profesionales y que corresponden al tipo de servicio que le fue encomendado, no estará amparado ni liberado de responsabilidad legal.
El contador público actuando en sus distintos roles, ya sea como asesor impositivo, liquidador, auditor externo o síndico societario no tiene la calidad de funcionario público a la que se refiere el artículo 77 del Código Penal. Por ende, no se encuentra obligado a denunciar los ilícitos de la normativa Penal Tributaria o de otro tipo.
Del mismo modo, se considera desacertado las previsiones contenidas en el artículo 237 del Código Procesal Penal Federal (ley 27.482) que impone, en el inciso c), una "extraña” obligación de denuncia a los contadores, generando así obligaciones de denunciar hechos conocidos en la vida privada, familiar o amistosa.
En todos estos casos la denuncia no será obligatoria si razonablemente pudiera acarrear la persecución penal propia, la del cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, o cuando los hechos hubiesen sido conocidos bajo secreto profesional.
Acorde a la doctrina penal y a las propias definiciones del Régimen Penal Tributario ley 27.430, se entiende que el contador, aún en el ejercicio irregular de sus tareas, no podrá ser autor del delito de evasión, ya que éste será ejecutado por el obligado (responsable propio o ajeno). Por ende, tampoco se considera que proceda respecto del profesional la coautoría del ilícito.
Solo cabrá asignar responsabilidad en materia penal tributaria a aquellos profesionales de Ciencias Económicas que en el ejercicio de su actividad y en el desempeño del rol de asesores, liquidadores, síndicos, auditores, etc., verifiquen su participación en grado de dolo y en forma personal en el hecho delictivo. Resulta de aplicación en esos casos la figura de la complicidad (primaria o secundaria).
Debe comprobarse, además, que en su accionar han estado presentes los elementos objetivo y subjetivo (accionar doloso) del delito imputado. Es decir que en el desempeño del rol que les cupo en el ente contratante han tenido intención y voluntad de evadir, dañando consecuentemente a la Hacienda Pública.
La Justicia, en su mayoría, ha recogido la doctrina que no cualquier acción (por comisión o por omisión), realizada por un contador, reúne los requisitos para ser considerada "acción típicamente dolosa”,sino que es necesario que el ardid desplegado por el profesional sea idóneo. Reiteramos, el ardid desplegado para burlar al fisco debe ser idóneo y no puede verse perfeccionado en el simple ocultamiento o la supuesta falsedad que se comete al momento de la presentación de una declaración jurada o en la mera presentación de un balance. Ello, por cuanto las figuras no tipifican la simple mentira sin basamento alguno y fácilmente detectable. Idoneidad del ardid en el juzgamiento de los profesionales, de eso se trata.
Es de suma importancia recordar que el profesional realiza su tarea respaldándola en sus propios papeles de trabajo, los que deben ser guardados bajo estricto secreto profesional. El art. 156 del Código Penal establece: "Será reprimido con multa … e inhabilitación especial, en su caso, por 6 meses a 3 años, el que teniendo noticia, debido a su estado, oficio, empleo, profesión o arte, de un secreto cuya divulgación pueda causar daño, lo revelare sin justa causa”. Una norma que libere del secreto profesional o lo obligue a revelarlo o bien se difunda con el consentimiento del interesado, no es justa causa, sino que allí no existe secreto. Esta situación pone de manifiesto que el contador público tiene la obligación legal de no revelar cuestiones conocidas en el ejercicio de la profesión y, desde este punto de vista, no puede ser compelidos a mencionar hechos relacionados con sus clientes.
El artículo citado del Código Penal se encuentra por sobre la Ley 11683. Es distinto el caso del deber de información sobre operaciones que el profesional realiza con terceros (en este caso su cliente), es decir su propia relación comercial, sus honorarios, que es diferente de la documentación que recaba el contador público de las operaciones de otros terceros con el ente. Por ello, los papeles son propios del profesional y no integran la documentación comercial o de sustento de su relación comercial con su cliente, que es lo que sí puede pedírsele.
En todo momento el accionar de la Administración Fiscal tiene que estar enmarcado en el respeto a ultranza de las normas legales, sin olvidar la presunción de inocencia que surge explícita de nuestra Carta Magna.
La mera aplicación de presunciones para imputar una responsabilidad penal implica una actuación excesiva e injustificada que crea un lamentable marco de inseguridad jurídica y una inestabilidad en el ejercicio profesional. Para extender la denuncia penal al profesional los agentes fiscalizadores deberían tener suficientes elementos respecto de la participación del contador público en los ilícitos detectados. Que el profesional se limite a recabar determinada información no implica de forma concreta y puntual que haya realizado un verdadero análisis situacional de la cuestión o que haya revisado la información; el alcance de su trabajo profesional debe ser esclarecido inclusive con la propia participación del profesional cuestionado. Sin embargo, si de la información recabada y después de evaluar la aportada por el profesional cuestionado, surgiera su posible participación en algún ilícito, corresponde su juzgamiento por los Tribunales de Ética y Disciplina Profesional y/o por la Justicia según sea aplicable. Y esta evaluación debe ser efectuada en la administración fiscal por quienes revistan el carácter de jueces administrativos, sin que sea facultad de los funcionarios que no revisten tal carácter iniciar –por propia decisión- cualquier investigación al efecto.
La conducta del profesional para ser alcanzada por sanciones de tipo civil y penal debe requerir de la existencia de una relación de causalidad adecuada entre la situación reprochable y la conducta del profesional. La detección de un delito no implica necesariamente la participación dolosa del profesional, no es válido que la AFIP y/o los organismos recaudadores locales se conviertan en jueces evaluando los papeles de trabajo de los profesionales, que como ya fuera dicho le son propios y deben ser guardados bajo estricto secreto profesional.
Si existen sospechas fundadas se debe hacer la correspondiente denuncia dando la posibilidad al profesional de ejercer su legítima defensa en juicio.
Empero, se comparte ampliamente que de resultar partícipe de delitos le caben responsabilidades civiles y penales. Además, será pasible de las sanciones que pudieren corresponderle por aplicación del Código de Ética vigente.
Atento  la amplia gama de encargos (servicios) normados en la RT 37, a los que puede ser convocado un contador público independiente, resulta de fundamental importancia que, quien deba juzgar el accionar del profesional tome debida nota del encargo, su planificación, el desarrollo del trabajo, su opinión, conclusión, constatación o descripción de hallazgos para valorar con equidad y objetividad las responsabilidades consecuentes.

Antecedentes de la  resolución 575 de la FACPCE

En sus considerandos la resolución   575 ,  hace referencia a la ley 25.874, modificatoria de la ley Penal Tributaria y Previsional la cuál incorporó en el artículo 15 (responsabilidad de Contadores y Escribanos), la figura de la “concurrencia” y de la “asociación ilícita fiscal”  lo que originó la redacción del documento “ funciones y responsabilidades del contador público ” que se oficializó el 15 de marzo 2004 y dejó aclardo  contundentemente, cuales  son los roles/tareas/responsabilidades del Contador Público. Para su redacción, se adoptó como guía la Resolución Técnica 7, la dogmática penal tributaria, el Código Penal, sobre todo en los artículos 45 y 46 (autoría y participación criminal), así como la jurisprudencia dictada al respecto que, en sus resolutorios, resultaba muy desfavorable al juzgamiento de auditores, síndicos y asesores. Muestra de la situación jurisprudencial de esa época son los autos “Real de Azua”
, dictados por la Sala B de la CNAPE, con fecha 30/12/2003, en el cual se aplicó la asociación ilícita a una contadora y a una escribana (art. 210 CP).

El documento aprobado por  la Federación debió adaptarse a los cambios normativos, tanto en materia de Resoluciones Técnicas profesionales (RT 37 reemplazó a la RT 7, RT 45, modificó la RT 15), como a los cambios emergentes respecto de la dogmática, la jurisprudencia y la legislación jurídica.

Es así  que  se  adoptaron los lineamientos de la RT 37, y en materia de Responsabilidad Penal Tributaria recepta la posición, hoy mayoritaria, en cuanto a que para el perfeccionamiento del delito tributario es necesario que se verifique la presencia de un ardid idóneo, es decir un ardid de tal magnitud que permita encuadrar la conducta del imputado en las normas penales tributarias 

Es por ello que  corresponde  difundir   ante el Poder Judicial, los organismos de recaudación, los organismos de control, los matriculados y la opinión pública en general, las normas que regulan el marco profesional y su adecuación frente a posibles responsabilidades en materia penal, de tal modo de  que se  determinen  con claridd  la naturaleza y alcances de una serie de servicios que prestan los Contadores Públicos, para que haya una más clara y adecuada comprensión al respecto por la comunidad en general y los poderes públicos en particular.
CONCLUSIONES Y PROPUESTAS

1)Algunos Defectos Legales 

El art. 244, inc. 2°del Código Procesal Penal deja a salvo del deber de denunciar a algunos profesionales, cuando estuvieren amparados con el “secreto  profesional”, no incluyéndose  al profesional de ciencias económicas.-Ello configura un trato desigual ante la ley .-Idéntica omisión se verifica en el 237 del Código  Procesal Penal Federal ( aún no vigente en toda la Argentina).-Por ello se propone una reformulación de la norma relacionada con la “prohibición de denunciar” incorporando  a la profesión de ciencias ecónomica

Si bien   puede presumirse que el “espirítu de la ley”   en  el  art  237 del Código  Procesal Penal Federal y el art 244 2° párrafo del ´Código  Procesal Penal  se refiere a  la “información confidencial” obtenida en el ejercicio de  la profesión deberia mencionarse expresamente  esa modalidad a los efectos de la seguridad jurídica porque Los actos previstos implican necesariamente una actuación profesional ejercida dentro de las incumbencias profesionales-

Por otro lado  las normas  se refieren  a términos  con sentidos jurídicos inapropiados o ambiguos los cuales generan inseguridad jurídica, tal como el concepto de “ fraude” el cual  además de encontrarse definido de diferentes formas en  las leyes  civiles, y penales es utilizado   genéricamente y  en forma imprudente

2)Información Confidencial

La obligación de reserva de la información confidencial obtenida en el ejercicio de la profesión, se relaciona con el derecho de la defensa y debido proceso  regulado por la Constitucion Nacional.-El resguardo de esas garantías  se encuentra ligado con  el silencio del “confidente” , y con el derecho  de no  autoincriminarse.-En relación a la Información confidencial  también se propone que se clarifique   para eliminar la certeza  cual encuadra en ese concepto y cual nó

3) Valorización de la Justa Causa

La única “justa causa”  para que el  contador publico se encuentre habilitado  para  romper el sigilo profesional  se vincula con la “autorización expresa” del cliente, y el ejercicio de su propia defensa ( siempre  acotada a ese derecho), pero esta  justa causa no limita el derecho del  profesional en no divulgar la denuncia, si así lo valora.-En definitiva: es el propio confidente quien valora y tiene la responsabilidad  de merituar si existe  una  justa causa.Ni siquier una “manda judicial” adquiere la ontología de “ justa causa”.Se propone que expresamente se consigne en las normas vigentes  los fundamentos de la “ justa causa”

En relacion a la exención  de  la obligación del secreto profesional motivada por una ley que así lo disponga,es necesario revisar si esa ley es o no  Constitucional.-El secreto profesional se extiende incluso al  origen de   las sumas recibidas en concepto de honorarios.-

Es el profesional (de cualquier especialidad) es llamado a prestar declaración como testigo en un proceso penal acerca de algún conocimiento que haya adquirido bajo alguna de las circunstancias enumeradas el elenco penal, tiene la obligación el juez o tribunal de tomarle juramento e imponerlo de lo normado por el derecho penal ( en relacion al secreto profesional ) para, luego, preguntarle si declarará o no (supuesto en que se amparará en su obligación ética de guardar el secreto que oportunamente le fuera confiado). Luego de ello, quien decide si revela el secreto declarando es el propio profesional, nada ni nadie puede imponerle dicho actuar, ni siquiera el propio titular del secreto, portador del mismo decidirá en ese momento si -a su criterio- existe “justa causa” (supuesto en que no cometerá delito alguno), si declara cometiendo el delito previsto en el código penal y el mismo decidirá en ese momento si -a su criterio- existe “justa causa” (supuesto en que no cometerá delito alguno)-

4)Condiciones  para que  exista imputación penal

El Contador debe estar en condiciones de comprender, sin duda alguna, el significado y los efectos impositivos que tendrá el acto sobre el cual ha sido convocado a opinar.La contribución –conocimiento técnico explicitado en la opinión- debe ser anterior a la realización del hecho criminoso.Ocurrido un ilícito tributario, el sujeto que haya tenido algo que ver con dicha acción punible, puede ser imputado como: Autor, Instigador, Cómplice o Encubridor.Luego de repasar los distintos grados de participación en un delito y los conceptos vertidos, parece ser que la imputación al Contador de “cómplice primario” sería la que genere las más importantes consecuencias, y por lo tanto, la que merece de su parte el mayor estudio y prevención, en su actuación profesional.-

En relación a la imputación  de penal  la misma debe referirse a la comisión de Hechos  definidos en la ley.

Se propone un anpalisis  para definir con exactitud los elementos fácticos y jurídicos que conforman la imputación penal, para asegurar el derecho de la defensa.-En  tal sentido  debe aclararse que para que exista una “Imputacion” hace falta algo mas que “negligencia” o “culpa” ya que sin el “dolo”  no puede enervarse la  acción penal- 

El contador público actuando en sus distintos roles, ya sea como asesor impositivo, liquidador,  auditor externo o síndico societario no tiene la calidad de funcionario público a la que se refiere el artículo 77 del Código Penal. Por ende, no se encuentra obligado a denunciar los ilícitos de la normativa Penal Tributaria o de otro tipo. El contador público actuando en sus distintos roles, ya sea como asesor impositivo, liquidador,  auditor externo o síndico societario no tiene la calidad de funcionario público a la que se refiere el artículo 77 del Código Penal. Por ende, no se encuentra obligado a denunciar los ilícitos de la normativa Penal Tributaria o de otro tipo.
5) La información debe ser obtenida durante el ejercicio de la Profesion

Cabe aclarar que estas reflexiones corresponden a supuestos en los cuales los contadores, actúan en el marco de su actuación profesional. Esto no debería llevar a confusión, ya que por otro lado, claramente pueden existir casos de delitos de evasión, en los cuales un sujeto – que puede ser un contador- tiene directamente la calidad de “obligado” del pago de sus tributos o reviste el carácter de partícipe de éste, y que con conocimiento e intención deciden realizar las acciones previstas por la Ley Penal Tributaria, en función de lo cual será sujeto a proceso y tendrá el reproche penal que corresponda.La realidad reflejada por los casos que fueron analizados demuestra, que en las investigaciones por delitos de evasión por lo general, o en un gran número de supuestos, existirá la actuación de algún profesional, que será analizada, esto se deberá fundamentalmente a la naturaleza contable de la actividad impositiva, pero también a la actitud casi generalizada de los sujetos obligados que tratan de descargar sus responsabilidades en la actuación del profesional.La tendencia que se acentúa de una creciente presión impositiva y de la consiguiente judicialización de los supuestos casos de evasión que rara vez llegan a condenas penales, parece funcionar como una amenaza en sí misma, dado que el estar sometido a una investigación penal genera innumerables perjuicios de distinta índole, que no se ven para nada mitigados con una posterior y muchas veces tardía resolución judicial favorable; demuestra que en el futuro evidentemente el interés de los profesionales de la ciencias económicas, debería estar dirigido a no tener que soportar continuamente o en forma sistemática estos inconvenientes judiciales. En función de ello será necesario ocuparse del tema para así trabajar en una propuesta de modificación legislativa que contemple esta realidad, ya que la conducta de los contadores que actúan dentro de los límites de su ejercicio profesional no debería merecer reproche alguno, esto es no sólo la no imposición de penas, sino que tampoco deberían ser sometidos a procesos judiciales para demostrar lo adecuado de su actuación o el desconocimiento de su parte de la acción de un tercero.El profesional en ciencias económicas sólo responde por lo que pudo conocer obrando con los conocimientos técnicos necesarios para el ejercicio de la profesión. Esto no quiere decir que si, por negligencia, no descubrió omisiones o distorsiones que debió haber descubierto aplicando, de acuerdo con las circunstancias, los procedimientos de auditoría establecidos en las normas profesionales y que corresponden al tipo de servicio que le fue encomendado, esté amparado o liberado de responsabilidad legal.

6) Responsabilidad  Penal

La  responsabilidad del Contador frente a los tipos penales  mencionados tanto por la Ley Penal Tributaria como el Codigo Penal de la Nación en calidad de partícipe se circunscriben a su labor como auditor externo, asesor fiscal, liquidador de impuestos y encargado de llevar la contabilidad; y  se excluye, entonces, las funciones de síndico societario, bajo las cuales podría caberle la imputación a título de autor

7) Inseguridad Jurídica: Necesidad de una Ley Especial
Ante la inseguridad  jurdíca  existente en nuestro País,  relacionado   con  la forma de desarrollar la profesión de Ciencias Economicas  se hace  necesario  la existencia de una ley  que  determine los limites y característica de la  información que los agentes de información pueden  realizar,y su contenido.-Mientras esa norma no exista y  preserve las garantías constitucionales debe   buscarse reducir todos los  regímenes de información que  puedan  poner en riesgo el  secreto profesional-Los regímenes de información que  en el interim permanezcan   vigentes deben ser armonizados con las  obligaciones que poseen los profesionales de ciencias económicas-

En  esa  ley  debe hacerse hincapié en la prohibición de la  exhibición de los papeles de trabajo si con ello se vulnera el sigilo profesional  e impedir que los organismos públicos,  y bancos los requieran.-Además debe aclararse cuando el dictamen del  auditor cuando se viola o no  el secreto profesional

La obligación de confidencialidad analizada tiene entidad legal  por ello se hace necesario se  cuidadoso a la hora de  definir derechos y obligaciones .Al existir una ley puede sancionarse  una posterior que la deje   sin efecto,modificarla, distorsionando o limitando el concepto de  Secreto Profesional.-

La  definición del “secreto fiscal “   es una  falacia juricica ya que no respeta el derecho  del titular de la noticia y por ello la ley propuesta también deberia  aclarar esa ambigüedad jurídica
8)La importancia de los Consejos Profesionales de Ciencias Económicas

Los  Consejos Profesionales de Ciencias Ecónomicas  son nucleos institucionales  que deben  adquirir mayor  interactuación   en todo lo referente al relevamiento del Secreto Profesional del mismo modo que ocurre con otras profesiones ( v.gr  Colegio  Profeisonal de Abogados
).

En tal sentido  se ha  mencionado  la acción de amparo   impulsada por el Consejo  de Profesionales de Tierra de Fuego
, donde  se reclamó con éxito la tutela del derecho de reserva del matriculado.-Ese reclamo judicial fue convalidado por la misma Corte Suprema de Justicia en el caso mencionado.-

Se propone que los Consejos intervengan   de los modos  que se encuentran disponibles para asegurar que el Graduado  de Ciencias Economicas  sea asistido y asesorado  en los casos en que se ponga en crisis  la reserva del sigilo profesional
9)Requisitos Probatorios en  la  Prevención de  Lavado de  Activos

En el supuesto del “lavado de activo”, es necesario para que se pueda condenar o procesar a un individuo, por la perpetración de este hecho punible, resulta esencial que se compruebe, con grado de certeza: los dictámenes jurisdiccionales, que corroboran la procedencia ilícita de los fondos sujetos al proceso penal.Para ello debe  probarse la suscitación de "bienes o activos derivados de un ilícito penal o delito previo", sin enervar preceptos fundamentales del debido proceso, tales como lo son: derecho de defensa y la presunción de inocencia. Debido a este aspecto, uno de los más complejos cuestionamientos, en un examen de lavado de dinero, es la obtención y el ofrecimiento de pruebas que sean claras, suficientes y concluyentes, a los fines de que le puedan dar el sustento debido a la complexión del hecho punible referido
10) La resolución  575 de la F.A.C.P.E señala que el texto del nuevo documento recoge los lineamientos de la RT 37, y en materia de Responsabilidad Penal Tributaria recepta la posición, hoy mayoritaria, en cuanto a que para el perfeccionamiento del delito tributario es necesario que se verifique la presencia de un ardid idóneo, es decir un ardid de tal magnitud que permita encuadrar la conducta del imputado en las normas penales tributarias.
11) Es necesario   realizar una tarea de difundir el nuevo documento recoge los lineamientos de la RT 37, y en materia de Responsabilidad Penal Tributaria  en cuanto a que para el perfeccionamiento del delito tributario es necesario que se verifique la presencia de un ardid idóneo, es decir un ardid de tal magnitud que permita encuadrar la conducta del imputado en las normas penales tributarias.
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Nota:El presente trabajo  se realizó teniendo    en cuenta las normas   vigentes en la  Argentina    hasta el dia  15.10.2020
� El  Código Procesal Penal Federal aprobado por la Ley Nº 27.063-publicada en el B.O  el  8.2.2019- con las incorporaciones dispuestas por la Ley Nº 27.272 y las modificaciones introducidas por la Ley Nº 27.482  ha sido  adoptado   por algunas jurisdicciones  pero  según lo previsto en el artículo 3º de Ley Nº 27.063 y su modificatoria , producirá en la oportunidad que establezca la ley de implatación correspondiente.-


� El primer párrafo del artículo comentado  señala que  la obligación de denunciar posee virtualidad “siempre que conozcan el hecho en el ejercicio de su profesión u oficio, salvo que el caso se encuentre bajo el amparo del secreto profesional”


�  El delito de encubrimiento se encuentra  regulado en el art 277 del Código Penal de la Nación


� Cita en  “ CNCCC 38834/2012/TOC2/CNC1,Sala 2,Reg nro 691/2017,rta  el 17.8.2017


�.Ver  un mayor  análisis del tema   por  Vicente Oscar Diaz  en op  48 y 49


�Ley 20488 de Regulación y Ejercicio Profesional de los Graduados en Ciencias Económicas – Edic. Errepar – Bs. As. Marzo 2013


� Ley Nº 27.063-publicada en el B.O  el  8.2.2019- con las incorporaciones dispuestas por la Ley Nº 27.272 y las modificaciones introducidas por la Ley Nº 27.482 mencionada en  nota 1.-


� La responsabilidad profesional de los Graduados en Ciencias Económicas desde los siguientes puntos de vista: -Responsabilidad según el Derecho Privado (Responsabilidad Civil). Responsabilidad según el Derecho Penal. - Responsabilidad según el Derecho Tributario. - Responsabilidad según las Normas Disciplinarias y Éticas. - Otros regímenes de responsabilidad profesional.


�  Leade Case “Caille”Fallo CSJN 153:67


� Diccionario  Real Academia Española


� La ley 20.488 es la  norma que define  como debe ser el comportamiento profesional del graduado en ciencias económicas en la Argentina.-


� El  código de Etica   de los Profesionales de Ciencias Económicas establece que:Art. 19º – La relación de los profesionales con sus clientes debe desarrollarse dentro de la más absoluta reserva. Los profesionales no deben revelar conocimiento alguno adquirido como resultado de su labor profesional sin la autorización expresa del cliente.


Art. 20º – Los profesionales están relevados de la obligación de guardar secreto profesional cuando imprescindiblemente deban revelar sus conocimientos para su defensa personal, en la medida en que la información que proporcionen sea insustituible.


� Las normas  locales  son: el Codigo de Etica Profesional del CPCECABA y el Codigo de Etica Unificado de  la  FACPCE-Entre las normas internacionales  se encuentra  el Codigo de  Etica de IFAC-IESBA,ED”-Existen otras normativas que  se basan en las normas del IFAC ( v.gr el Codigo de Etica  ICAEW Code





� F.A.C.P.C.E


� I.F.A.C.


� Sala IV  Cámara Casación Penal.-


� La  resolución técnica  nro 7 de la Federación  Argentina de Consejos de Profesionales de Ciencias Ecónomica establece en  el artículo primero de la primer parte   la aplicación de obligatoria de las normas de auditoria mencionadas en la segunda parte.-A su vez en el punto  6  clarifica  que son los papeles de trabajo.-


� Los  papeles de trabajo constituyen  instrumentos de compliación de datos,y antecedentes reunidos al solo efecto de poder emitir un dictamen,certificación,o informe especial de auditoria


� La resolución téncia nro 7,  en su segunda parte determina que los auditores no están obligados a hacer entrega o exhibición de sus papeles de trabajo ni corresponde que lo hagan, tanto a sus clientes como a terceros, ya sean entes públicos o personas privadas, salvo en los supuestos muy excepcionales previstos en los Códigos de Ética.


�  El Código Civil y Comercial  Argentino establece  entre otros como atributo de la persona humana, el nombre, prenombre,  capacidad de hecho  y derecho,  domicilio, patrimonio etc


�Cám. Apelaciones. Civ Com de Bahía Blanca, Sala I, Noviembre 10 1981, Editorial Derecho, pp. 98-667-


� El Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) es un organismo inter-gubernamental cuyo propósito es el desarrollo y la promoción de políticas, a nivel .


� El 8 de agosto de 2006, en la causa “Recurso de hecho deducido por César Alejandro Baldivieso ‘Baldivieso César Alejandro s/ causa n. 4733” de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos 333:405) resuelta el 20 de abril de 2010


� Si bien el  caso se refiere al secreto profesional del médico y su paciente no existe diferencia  ontológica respecto del secreto  mencionado en el Código de  Etica  que  regula la actividad de los profesionales de ciencias económicas ni los  secretos de otra clase de profesionales ( v.gr abogados, etc)”


� Sentencia del 18 de noviembre de 2004. En el voto razonado de Sergio García Ramírez en el caso “De La Cruz Flores Vs. Perú”








� art. 1725 segundo párrafo del Cód. Civ. y Comer.


� art. 1725 tercer párrafo del Cód.Civ y Comer


� En las obligaciones de resultado el deudor es responsable si no se alcanza el mismo, salvo que pruebe la fuerza mayor. - En las de medios, en cambio, es el acreedor quien debe probar la culpa.En las de resultado se persigue un fin preciso y determinado, y no hay posibilidad de eximirse mostrando la falta de culpa (imputación objetiva). -En las de medio, el deudor puede demostrar la falta de culpa (imputación subjetiva).


� art. 1725 tercer párrafo com del Cód. Civ y Com de la Nación


� Art   1768, del Cód. Civ y Com e la Nación


� Art  1749 del Cód Civ y Com de la Nación


� La interpretacion a favor del levantamiento del secreto profesional, tiene su antecedente en el caso “Conway vs. Rimmer” fallado en 1.968 por la máxima Corte Británica,donde  se  permitió la revisión de la prohibición de  exhibir papeles de trabajo a los jueces -Esta posición fue seguida por la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos -1.971-. “Así se revindicó para los miembros del Poder Judicial el poder determinar si la reservada revelación de la información podía ser dañosa para el interés general y en qué medida éste podía justificar el daño que se podría generar para las partes por el mantenimiento del secreto” 


� “El sagrado derecho de defensa exige, par su mejor cumplimiento y garantía, la inviolabilidad del secreto confidencialmente comunicado, reconocido en todos los tiempos por ser tan antiguo como la misma magistratura y consagrado definitivamente por los códigos como una tradición digna del mayor respeto: No patroni in causa cui patrocinium proestiturunt, testimonium dixant (lib. 22, tít. 5, ley 25, Digesto), citado en Enciclopedia Jurídica Omeba, Tomo V, pág. 701.


� confr. “Perel Perales, Raúl F. y Lucero, Arturo s/ recurso de casación, rta. 6/4/2005, Reg. N° 7559.1, entre otras


� La Financial Action Task Forceon Money Laundering (FATF),  es un grupo de acción financiera en contra del lavado de dinero o también conocida por su nombre en francés como Grouped'actionfinancière sur le blanchiment de capitaux (G.A.F.I)


� Ley 25.246. Sancionada: Abril 13 de 2000. Promulgada: Mayo 5 de 2000. Encubrimiento y Lavado de Activos de origen delictivo. Unidad de Información Financiera. Deber de informar. Sujetos obligados. Régimen Penal Administrativo. Ministerio Público Fiscal. Deroga el artículo 25 de la Ley 23.737.Ley 26.683, Lavados de activos de origen delictivo.Sancionada: Junio 1 de 2011. Promulgada 2011, tuvo como  finalidad adecuar  la ley 25.246


� Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) es un organismo inter-gubernamental cuyo propósito es el desarrollo y la promoción de políticas, a nivel 


� UIF: La Unidad de Información Financiera es el organismo con autonomía y autarquía financiera a cargo del análisis, el tratamiento y la transmisión de información a los efectos de prevenir e impedir el Lavado de Activos (LA) y la Financiación del Terrorismo (FT), de la República Argentina.


� art 14 inciso 1 y 2 parrafo ley  26.683


� En este sentido, los cuestionarios, los procedimientos específicos sugeridos y los papeles de trabajo previstos en Resolución FACPCE Nº 420/11, y los modelos de manuales diseñados por los Consejos Profesionales de Ciencias Económicas para los pequeños estudios contables son aportes invalorables que el profesional de Ciencias Económicas debe  considerar.-





� Incidente de apelación contra el auto de procesamiento de FS 1022 a 1033, en causa Nº 551/2006, Caratulada:“Imputado: C.M.A., Contribuyente: I.I.A. S.A. s/infracción Ley Nº 24.769” Causa Nº 58.812, Folio 164, Nº de orden 25.921, Juzgado Nacional en lo Penal Tributario Nº 1, Sala “A”, del 6 de febrero de 2009.





� art. 14 inc. 1 de la ley 26.683


� inciso 6 del art. 14 de la ley 26.683


� Citado en Informe nro 14 F.A.C.P.C.E.


�  En el caso “Garman Representaciones S.A. –TF  22.794-I-c/ DGI” rta el  26.2.2019  se había impugnado lo resuelto por  la Sala  A del  Tribunal  Fiscal de la Nación  que  había revocado    las resoluciones de la  A.F.I.P  mediante las cuales e determinó de oficio  las obligaciones tributarias de  Garman  Representasiones S.A.  relativas  al I.V.A., encuadrando esa actividad en una operación  gravada. Apelada ante la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo  Federal   se revoca el  fallo del Tribunal Fiscal de la Nación, en base a diferentes interpretaciones de las normas vigentes.-Sin embargo  la CSJN deja sin efecto  ese pronunciamiento 


� El día 14/06/12 .-Es la primera condena de esta clase que se hace efectiva desde la creación de la Ley Penal Tributaria En causa n° 164/ 06- int. 523.-Alli se sobreyó  al Contador por no considerarse un delito sino una infración 





� Cfr Informe nro 14  F.A.C.P.C.E


� Causa 9950.-Recurso de Hecho,fecha 12/2009“K., S. y otro s/ recurso de casación"  Sala II de Camara Federal de Casaciòn Penal 


� El Instituto Americano de Contadores Públicos Certificados (AICPA) es la organización profesional sin fines de lucro de contadores públicos certificados en los Estados Unidos estableció en la Declaración sobre normas de Auditoría- Nº 82 la “Consideración del fraude en la Auditoría de estados financieros” y básicamente: ofrece lineamientos para los auditores en el cumplimiento de su responsabilidad, cuando se refiere al fraude, en una auditoría de los estados financieros, conducida de acuerdo con normas de auditoría generalmente aceptadas.


� El artículo 300 inciso segundo  del Código Penal de la Nación  establece que :Serán reprimidos con prisión de seis (6) meses a dos (2) años “…El fundador, director, administrador, liquidador o síndico de una sociedad anónima o cooperativa o de otra persona colectiva, que a sabiendas publicare, certificare o autorizare un inventario, un balance, una cuenta de ganancias y pérdidas o los correspondientes informes, actas o memorias, falsos o incompletos o informare a la asamblea o reunión de socios, con falsedad, sobre hechos importantes para apreciar la situación económica de la empresa, cualquiera que hubiere sido el propósito perseguido al verificarlo…”


�  Estas normas  (NIA),  fueron emitidas por el Comité Internacional de Prácticas de Auditoría de IFAC (Federación Internacional de Contadores)


�  Argentina, art. 902,Cód.Vélez y 1725, CCyCN.


� Cfr. autos ―Aceros Bragado‖ - Cámara Nacional en lo Penal Económico - Sala A - 15/2/1


� En  este caso se imputó a una contadora pública  el delito de asociación ilícita


� RecientementeJosé Manuel Ubeira, defensor de Federico Elaskar en la causa conocida como la ruta del dinero K, fue uno de los intimados por la UIF y de los primeros en salir al cruce. Consiguió el respaldo del Colegio Público de Abogados -ahora conducido por Eduardo Awad-, de su extitular Jorge Rizzo, que rechazaron lo solicitado por la UIF en una serie de comunicados.


� Causa C.P.C.E de Tierra del Fuego c/PEN s/ Acción de Inconstitucionalidad








